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El presente Informe corresponde a la controversia denominada “Speedy Naked”. Se 
trata del procedimiento iniciado de oficio por el Organismo regulador en el sector de las 
telecomunicaciones (el “OSIPTEL”) en el mes de septiembre de 2011 en contra de la 
empresa operadora Telefónica del Perú S.A.A, debido a la presunta comisión de abuso 
de posición de dominio en la modalidad de venta atada al haber establecido esta, la 
contratación del servicio de telefonía fija como requisito para poder contratar el servicio 
de acceso a internet en la tecnología ADSL. Dicha acción habría tenido efectos 
anticompetitivos en el mercado del servicio de telefonía fija, en base a la conducta 
tipificada en el literal c) del artículo 10.2° del Decreto Legislativo N°1034, Ley de 
Represión de Conductas Anticompetitivas. 
A raíz del procedimiento se emitió la Resolución N° 017-2012-CCO/OSIPTEL de fecha 
20 de julio del 2012, mediante la cual, el Cuerpo Colegiado designado resolvió declarar 
como fundado el procedimiento y sancionar a Telefónica con 492.21 UIT por la comisión 
de actos contrarios a la libre competencia, en la modalidad de ventas atadas. En la 
misma línea se pronunciaría el Tribunal de Solución de Controversias del OSIPTEL 
mediante lo dispuesto en la Resolución N°004-2013-TSC/OSIPTE del 1 de febrero de 
2013, confirmando la resolución del Cuerpo Colegiado, pero modificando el monto de la 
multa a 407 UIT. 
A través del presente informe, así como del planteamiento de los siguientes problemas 
jurídicos: (i) aplicación del principio de supletoriedad, (ii) correcta delimitación del 
mercado relevante, (iii) determinación de efectos exclusorios de la conducta investigada, 
(iv) afectación al principio de predictibilidad y (v) afectación al principio de debido 
procedimiento y derecho de defesa de Telefónica determinaremos si es que esta última 
fue correctamente sancionada, o como sostendremos, no debió ser sancionado.  
Datos Generales de la Sentencia/Expediente: 
 N° de Expediente: 005-2011-CCO-ST/LC 
 Áreas del Derecho: Derecho Administrativo, Telecomunicaciones, Libre 
Competencia. 
 Demandante: Organismo Supervisor de Inversión Privada en Telecomunicaciones. 
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El sector de las telecomunicaciones en el Perú, tradicionalmente ha contado con la 
participación de la empresa operadora Telefónica del Perú S.A.A. (“Telefónica” o “TdP”). 
De hecho, su involucramiento data desde el año 1920 bajo una denominación distinta, 
la misma que ha ido evolucionando a través de los años, para finalmente llevar la razón 
social que hoy conocemos a partir del año 1998. La relevancia de esta empresa en el 
sector siempre ha sido tal que usualmente a raíz de sus actividades, la prestación de 
sus servicios, sus productos y sus esquemas comerciales, termina marcando la pauta 
para la creación de la regulación. No por nada es, hasta ahora, el operador incumbente 
ya que la marca Movistar aun cuenta con el mayor número de abonados y de 
participación en el mercado.  
Por su parte, el Organismo Supervisor de Inversión Privada en Telecomunicaciones 
(“OSIPTEL” o el “regulador”) es el organismo regulador encargado de velar por el 
cumplimiento de la normativa regulatoria del sector, así como promover la competencia 
entre las empresas operadoras a fin de garantizar el acceso al mercado en condiciones 
de igualdad. La labor del OSIPTEL es particularmente relevante ya que no solo cumple 
con una función de organismo regulador como tal, sino que también funge de agencia 
de competencia, específicamente para este sector tan especializado.  
No es extraño entonces ver que estos dos actores se encuentren en diferentes 
momentos ni ante diferentes escenarios que los sitúa como contrapartes. La presente 
controversia, por tanto, será uno de esos momentos en los cuales Telefónica tendrá 
incidencia directa como un ejemplo para la regulación en el sector de las 
telecomunicaciones, siendo que además se le terminará de sancionar por la conducta 
realizada que habría vulnerado las normas de libre competencia.  
A través del presente informe, revisaremos las incidencias que se suscitaron para llegar 
a esa conclusión y buscaremos plantear una posición personal al respecto a fin de 
demostrar si es que Telefónica fue correctamente sancionada o no. 
El informe se dividirá en la descripción de los antecedentes, a través de los cuales 
buscamos dar el contexto sobre la empresa operadora y el regulador envueltos en la 
controversia, así como la situación que llevaría a que se susciten los hechos 
investigados como conducta cuestionable. De manera posterior entraremos a los 
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hechos relevantes para entender el procedimiento iniciado de oficio por la instancia 
correspondiente del OSIPTEL, a través del Cuerpo Colegiado conformado, así como las 
actuaciones correspondientes de Telefónica, para finalmente llegar al pronunciamiento 
de última instancia del Tribunal de Solución de Controversias. A continuación, 
plantearemos los problemas jurídicos relevantes detectados y procederemos con 
resolveros a fin de dejar en claro la postura que tenemos respecto del caso. Finalmente 
estableceremos las conclusiones y señalaremos la bibliografía pertinente utilizada. 
II. JUSTIFICACIÓN DE LA ELECCIÓN DEL EXPEDIENTE 
Considero en primer lugar, que el sector de las telecomunicaciones es uno de los 
sectores más relevantes para el desarrollo del país, no solo por la cantidad de inversión 
que maneja, sino porque habilita los recursos que nos permite estar conectados con los 
que queremos. Sin ir muy lejos, durante la pandemia, el sector ha sido uno de los 
esenciales y no ha parado de funcionar en tanto que es la base para que otros sectores 
puedan seguir operando. 
Y dentro de esa importancia es innegable la participación de los actores que forman 
parte de la presente controversia, ya que son quienes terminan de marcar la pauta del 
sector, ya sea a través de la innovación o el despliegue de la infraestructura y claro está 
a través del establecimiento de la regulación pertinente.  
Adicionalmente, el Expediente escogido cuenta con diferentes áreas del Derecho que 
confluyen y que permiten cuestionar si la decisión tomada en el presente caso ha sido 
correcta o si se presta a una interpretación distinta. Entre las materias a destacar están 
el Derecho Administrativo, el Derecho de las Telecomunicaciones, el Procedimiento 
Sancionador y la Libre Competencia.   
Por último y no menos relevante, la controversia tiene lugar en un momento en el cual 
servicios como el de la telefonía fija comenzaba a dejar de tener la relevancia que tuvo, 
y los servicios como el internet móvil comenzaba a repuntar en el mercado, siendo hoy 
uno de los más relevantes. Inclusive este pronunciamiento tuvo tanto impacto que fue 
la base para la modificación de la norma de servicios empaquetados que aplicaría a 
partir del año 2014 con la modificación del Reglamento General de Tarifas.   




1. Mediante Decreto Ley N°27332, Ley Marco de los Organismos Reguladores de 
la Inversión Privada en los Servicios Públicos del año 2000, se estableció las 
disposiciones comunes aplicables a los organismos que se encargarían de, 
“supervisar, regular, normar, fiscalizar y sancionar, solucionar controversias y 
solucionar reclamos” (Ley N°27332, 2000)1 en atención a determinadas 
actividades, entre las que se encuentran las actividades vinculadas a los 
servicios de telecomunicaciones.  
 
2. El Organismo Supervisor de la Inversión Privada en Telecomunicaciones (en 
adelante “OSIPTEL” o “el regulador”), es un “organismo público descentralizado, 
adscrito a la Presidencia del Consejo de Ministros, el cual tiene personería de 
derecho público interno; posee autonomía administrativa, funcional técnica, 
económica y financiera” (Ley N°27332, 2000), y es el encargado de garantizar la 
calidad y eficiencia del servicio de telecomunicaciones brindado a los usuarios2, 
así como “garantizar la protección del mercado de los servicios públicos de 
                                                          
1 “Ley N°27332 – Ley Marco de los Organismos Reguladores de la Inversión Privada en los Servicios 
Públicos (…) 
Artículo 3.- Funciones 
Dentro de sus respectivos ámbitos de competencia, los Organismos Reguladores ejercen las 
siguientes funciones: 
a. Función supervisora: comprende la facultad de verificar el cumplimiento de las obligaciones 
legales, contractuales o técnicas por parte de las entidades o actividades supervisadas, así como la 
facultad de verificar el cumplimiento de cualquier mandato o resolución emitida por el Organismo 
Regulador o de cualquier otra obligación que se encuentre a cargo de la entidad o actividad 
supervisada; 
b. Función reguladora: comprende la facultad de fijar las tarifas de los servicios bajo su ámbito. 
c. Función normativa: comprende la facultad exclusiva de dictar, en el ámbito y en materia de sus 
respectivas competencias, los reglamentos, normas de carácter general y mandatos u otras normas 
de carácter particular referidas a intereses, obligaciones o derechos de las entidades o actividades 
supervisadas de sus usuarios; 
d. Función fiscalizadora y sancionadora: compete a la facultad de imponer sanciones dentro de su 
ámbito de competencia por el incumplimiento de obligaciones derivadas de normas legales o 
técnicas, así como las obligaciones contraídas por los concesionarios en los respectivos contratos 
de concesión; 
e. Función de solución de controversias: comprende la facultad de conciliar intereses contrapuestos 
entre entidades o empresas bajo su ámbito de competencia, entre éstas y sus usuarios o de resolver 
los conflictos suscitados entre los mismos, reconocimiento o desestimando los derechos invocados; 
y 
f. Función de solución de reclamos de los usuarios de los servicios que regulan.” 
2 Para efectos del presente informe, nos referiremos a usuarios y a abonados de manera indistinta, 




telecomunicaciones de prácticas contrarias a la libre y legal competencia” 
(Decreto Legislativo N°1034, 2008)3. 
 
3. Por su parte, Telefónica del Perú S.A.A (en adelante “Telefónica” o “TdP”), es 
una empresa operadora peruana que tiene como su principal giro de negocios la 
prestación de servicios públicos de telecomunicaciones a través de su marca 
comercial Movistar. Telefónica cuenta con el título habilitante para prestar 
diversos servicios públicos de telecomunicaciones dentro de los cuales se 
encuentran los servicios de valor añadido4, entre los que se destaca el servicio 
de conmutación de datos por paquete (acceso a internet), entre otros. 
 
4. Es importante mencionar que, un servicio público (entre los que se encuentran 
los servicios de telecomunicaciones) se concibe como una “técnica legal de 
regulación sobre actividades de contenido, económico, destinadas a satisfacer 
necesidades esenciales de los ciudadanos, cuya titularidad ostenta el Estado a 
través de las normas del sector correspondiente, y cuya gestión la puede realizar 
el propio Estado o aquellos particulares a través de una concesión” (Tassano 
2016: 109)5. Esto último, va de acuerdo a la concesión otorgada a Telefónica. 
 
5. Además, corresponde precisar los servicios públicos que estarán involucrados 
en el desarrollo del presente informe, que de acuerdo a la definición del 
OSIPTEL, son los siguientes: 
o Servicio de Telefonía fija: que serán “aquellos servicios que se prestan a 
través de una red fija utilizando medios alámbricos ópticos o 
                                                          
3 “Artículo 17° del Decreto Legislativo N°1034, La aplicación de las normas de la referida Ley, al 
sector de los servicios públicos de telecomunicaciones estará a cargo del Organismo Supervisor de 
la Inversión Privada en Telecomunicaciones – OSIPTEL de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
N°27336, Ley de Desarrollo de las Funciones y Facultades del OSIPTEL. En tal sentido, las 
instancias competentes, las facultades de éstas y los procedimientos que rigen su actuación serán 
los establecidos en el marco normativo.”  
4 De conformidad con el Registro para Servicio de Valor Añadido, TELEFONICA cuenta con los 
registros N°013-VA, N°071-VA, N°095-VA, N°134-VA, N°137-VA, N°194-VA. Información obtenida 
de la web del Ministerio de Transportes sobre el Registro para servicio de valor añadido. 
http://portal.mtc.gob.pe/comunicaciones/concesiones/registros/documentos/portal/Valor_A%C3%B
1adido.pdf  
5 Texto recogido de: TASSANO VELAOCHAGA, Hebert Eduardo. “Competencia y Regulación” en 
Revista de DERECHO PUCP N°76 2016 pag. 109. 
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radioelectrónicos; considerándose como tales a los servicios de telefonía 
fija local y de larga distancia (OSIPTEL, 2015: 315)6” y,  
o Servicio de Acceso a internet: que será según definición de la normativa 
vigente, “al servicio de conmutación de datos por paquetes y mensajería 
interpersonal en la modalidad de correo electrónico (OSIPTEL, 2015: 8) 
7” y además el “servicio que permite a los usuarios acceder al contenido, 
información, aplicaciones u otros servicios ofrecidos por Internet 
(OSIPTEL, 2015: 9)8”. 
 
6. Adicionalmente debemos considerar a la tecnología ADSL9 para el servicio de 
acceso a internet, que será aquella que se caracteriza y diferencia de las demás 
modalidades existentes en la industria de las telecomunicaciones, toda vez que 
tiene supeditada su explotación a la necesaria existencia de una red de acceso 
y soporte como la del servicio de telefonía fija, donde los pares de cobre del 
servicio de telefonía sirven como el medio de distribución para el acceso a 
internet. Por lo que, por su naturaleza, ambos servicios comparten 
infraestructura y recursos de red y por ello se necesitan para funcionar10.  
 
7. Ahora, si bien en el año 2001, Telefónica comenzó a brindar la tecnología ADSL 
soportada en ATM11 para la prestación del servicio de acceso a internet 
                                                          
6 Definición recogida de Osiptel, “Glosario de términos de telecomunicaciones en Perú” (2015, 
pp315).  
7 Ibidem, Osiptel (2015, pp 8). De acuerdo a lo dispuesto además en el Glosario de Términos 
recogidos en el Texto Único Ordenado de las Condiciones de Uso de los Servicios Públicos de 
Telecomunicaciones, Resolución de Consejo Directivo N°138-2012-CD/OSIPTEL (OSIPTEL, 2012: 
120).  
8 Ibidem, Osiptel (2015, pp 9). De acuerdo a lo dispuesto además en el Glosario de Términos 
recogidos en el Reglamento General de Calidad de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones. 
Resolución de Consejo Directivo N°123-2014-CD/OSIPTEL (OSIPTEL, 2014: 15). 
9 Ibidem, Osiptel (2015, pp 9). De acuerdo a lo establecido en el Plan Nacional para el Desarrollo de 
la Banda Ancha en el Perú -2011- es: “Tecnología de acceso de Banda Ancha con velocidades de 
bajada mayores a las de subida, que usa la planta externa telefónica de cobre (bucle de abonado), 
pero no emplea la red de transporte ni conmutación telefónicas” (OSIPTEL, 2015: 9). 
10 Ibidem, OSIPTEL (2015, pp9). El propio OSIPTEL lo señala mediante Resolución de Consejo 
Directivo N°010-2007-CD/OSIPTEL, al indicar que “El ADSL se soporta sobre la red del servicio de 
telefonía fija local convencional, concretamente usando los pares de cobre usados en esta red” 
(OSIPTEL, 2007: 14). 
11 Mediante resolución N°36-2000-CD/OSIPTEL, se aprueban las tarifas máximas fijas aplicables a 
prestaciones de transmisión de datos mediante circuitos virtuales ATM con acceso ADSL de 
TELEFONICA. Cabe resaltar que Telefónica había realizado la solicitud de aprobación mediante 
diversas comunicaciones: cartas N° GGR.651A-142-00, N° GGR.651.A-143-00, GGR-651.A-238-00 
y GGR.651.A-265-00, todas del año 2000. 
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dedicado, es recién en el año 2007 cuando comienza a prestar bajo la modalidad 
empaquetada de dúos y tríos, el acceso a internet en tecnología ADSL soportado 
en telefonía fija12. Esta oferta comercial, fue replicada por uno de los 
operadores13 que competía en ese momento con Telefónica. 
 
8. De manera posterior, en el año 2009, y cumpliendo con las Condiciones de Uso 
(en adelante, “Condiciones de Uso” o “CdU”) Telefónica procedió con remitir los 
modelos de contratos de abonados al OSIPTEL, a fin de que este último los 
evaluara, emita su conformidad y pueda (Telefónica) comercializar el servicio de 
acceso a internet. Como consecuencia, el regulador brindó su conformidad, ya 
que los documentos se ajustaban a lo dispuesto por la normativa vigente. 
 
9. Pese a esto último, con fecha 27 de octubre del año 2010, la Gerencia de 
Relaciones Empresariales del OSIPTEL, mediante Memorándum N°140-GRE-
2010, solicitó a la Gerencia de Fiscalización y Supervisión que realice acciones 
de inspección a fin de verificar si es que Telefónica estaría ofreciendo la venta 
conjunta de los servicios de telefonía fija y acceso a internet en la tecnología 
ADSL, lo cual iría en contra de las normas de libre competencia. 
 
10. Como resultado, con fecha 31 de diciembre del año 2010, mediante 
Memorándum N°751-GFS-2010, la Gerencia de Fiscalización respondió a la 
Gerencia de Relaciones Empresariales con los resultados de las acciones de 
supervisión realizadas, en base a la información que contenían los contratos de 
abonado, así como la información recabada de diversas grabaciones de audio 
de contratación de los referidos servicios. 
 
11. Como mencionamos, la investigación se centró en el análisis de los modelos de 
contrato de abonado de los servicios denominados “Speedy Negocios 
Avanzado”, “Speedy”, “Speedy Negocios”, “Internet Dial Up 24 horas”, “Internet 
                                                          
12 De manera precisa, la oferta comercial de ese entonces se manejaba a través de tarifas 
promocionales. 
13 En junio de 2008, América Móvil Perú S.A.C. replicó la oferta comercial de Telefónica. Importante 
es precisar que a través del Sistema de Registro de Tarifas (SIRT) todos los operadores del mercado, 
así como los abonados y usuarios de los servicios de telecomunicaciones pueden revisar este 
registro y ver el detalle de las tarifas que se encuentran vigentes.  
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50” e “Internet Satelital”. Asimismo, en las llamadas telefónicas encubiertas 
realizadas al Servicio de Telegestión Comercial de Telefónica (104), se indagó 
respecto de las condiciones comerciales, las características y las restricciones 
para acceder a los servicios en cuestión.  
 
12. De manera posterior, la Secretaría Técnica Adjunta de los Cuerpos Colegiados 
del OSIPTEL, en uso de sus facultades conferidas en el marco de la 
investigación preliminar, con fecha 17 de marzo del año 2011, mediante la 
emisión del Informe N°004-CCO/2011, recomendó la remisión de la 
documentación a la Gerencia General del OSIPTEL, a fin de que el Consejo 
Directivo tome conocimiento y se proceda con la conformación de un Cuerpo 
Colegiado14 y este a su vez, determine si corresponde iniciar la investigación de 
oficio, e imponer las sanciones, de corresponder, por la presunta práctica de 
atadura en el mercado de servicios públicos de telecomunicaciones.  
 
13. Como consecuencia de las acciones de supervisión, se determinó que 
Telefónica estableció como requisito indispensable para la prestación del 
servicio de acceso a internet en la tecnología ADSL, la obligación de contar con 
una línea de telefonía fija, o en todo caso de no contar con una, adquirirla con la 
misma empresa operadora (sin posibilidad de que esto sea con otra operadora). 
IV. HECHOS RELEVANTES 
Procedimiento de Oficio e investigaciones realizadas. 
1. Una vez que el Cuerpo Colegiado realizó la evaluación correspondiente, 
mediante Resolución Nº 001-2011-CCO/OSIPTEL del 13 de setiembre del año 
2011, dio por iniciado el procedimiento de oficio contra Telefónica, por la 
presunta comisión de abuso de posición de dominio en la modalidad de venta 
atada, con posibles efectos de exclusión en el mercado de telefonía fija, 
conducta tipificada en el literal c) del artículo 10. 2º del Decreto Legislativo N° 
1034, que aprueba la Ley de Represión de Conductas Anticompetitivas (en 
adelante, “Ley de Competencia”).  
                                                          
14 Finalmente, a través de la Resolución de Consejo Directivo N°119-2011-CD/OSIPTEL, “se 
designaron como Miembros del Cuerpo Colegiado a Jorge Fernández-Baca Llamosas, Rafael 




2. El hecho constitutivo sería la venta condicionada del producto Speedy (acceso 
a internet a través de ADSL), en el mercado en el que Telefónica tendría posición 
de dominio, a la contratación de la telefonía fija, conducta que se vendría 
realizando desde el año 2001. A criterio de la Secretaría Técnica, Telefónica 
estaría atravesando un significativo debilitamiento en el mercado de telefonía fija 
mencionado. 
 
3. La conducta detectada, además, podría generar un perjuicio en la dinámica 
competitiva del mercado de telefonía fija, reforzando la posición dominante que 
Telefónica ostentaría en el mercado de internet, así como también se generaría 
un perjuicio a sus competidores en el mercado de telefonía fija y un consecuente 
agravio en el bienestar de los consumidores, al no poder estos contratar el 
servicio de acceso a internet sin contratar la telefonía fija. 
 
4. Por su parte, mediante documento de fecha 30 de septiembre del año 2011, 
Telefónica presentaría sus descargos a la Resolución N°001-2011-
CCO/OSIPTEL, indicando que su actuación se ajustaba a lo dispuesto por la 
normativa vigente, manifestando su desacuerdo con la presunta infracción 
señalada en la citada Resolución, en el sentido siguiente. 
 
5. En primer lugar, TdP señaló que la Secretaría Técnica estaría contradiciendo lo 
dispuesto en la regulación vigente al no haberse aplicado el principio de 
supletoriedad, reafirmando que Telefónica ha actuado dentro de lo permitido por 
la normativa, debiendo prevalecer la aplicación de las normas de 
telecomunicaciones por sobre las normas de libre competencia.  
 
6. Asimismo, Telefónica reafirmó su postura de no haber cometido infracción 
alguna y de haber actuado cumpliendo lo dispuesto por el marco regulatorio 
vigente15 en tanto que fue el mismo regulador el que aprobó sus tarifas y el 
                                                          
15 A saber, los Lineamientos de Política de Apertura del Mercado de Telecomunicaciones del año 
2000 aprobados por Decreto Supremo N° 020-98-MTC, señalaba en el lineamiento 109 lo siguiente: 
“109. TdP tiene, además de las que le resulten las estipulaciones de los contratos de concesión de 
que sea titular, las siguientes obligaciones: 
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modelo comercial cuestionado. Inclusive, el propio OSIPTEL reconoció que para 
la prestación del servicio era necesario ser titular de una línea telefónica. 
 
7. A su vez, Telefónica afirmó que no se habría considerado las características 
funcionales de la tecnología ADSL, en tanto que los servicios en cuestión 
(telefonía fija y acceso a internet) utilizan la misma infraestructura, al compartir 
el par de cobre, siendo que uno de los servicios necesita del otro para funcionar, 
por lo que el empaquetamiento estaría justificado. Esto se soportaba además en 
el hecho de tener una justificación económica al compartir los servicios, el costo 
común por el uso de la infraestructura. 
 
8. Por otro lado, TdP cuestionó la delimitación del mercado relevante, ya que para 
esta controversia no se consideró a la “banda ancha móvil” ni a la “banda ancha 
inalámbrica” (inclusive, siendo que estos servicios podrían suponer un producto 
sustituto de los servicios de acceso a internet alámbricos). 
 
9. Finalmente, Telefónica también manifestó que no se ha reflejado de manera 
correcta la participación de la cuota de mercado que ostentaba; no se demostró 
la afectación al mercado de telefonía fija; ni tampoco se cumplieron los requisitos 
establecidos para la detección de una actividad anticompetitiva. 
 
10. Por su parte y continuando con su labor, la Secretaria Técnica realizó las 
investigaciones correspondientes (diligencias de la etapa de investigación), 
solicitando información a diferentes entidades: 
                                                          
a) Someter a aprobación del OSIPTEL, las tarifas de los servicios públicos que ofrece, así como los 
planes de descuentos y promociones en general. Todas las tarifas y descuentos de TdP y aprobadas 
por OSIPTEL deberán ser publicadas con anticipación a su puesta en vigencia. Las promociones y 
ofertas de hasta 3 meses respecto a sus tarifas que hagan los distintos operadores deberán ser 
comunicadas a OSIPTEL en un plazo de al menos 3 días útiles antes de su difusión. 
b) En cumplimiento de las normas que prohíben los subsidios cruzados, las tarifas de TdP de 
servicios en competencia y que son ofrecidos por sus competidores a través del acceso a las 
instalaciones esenciales de TdP, estarán sujetas a una prueba periódica de imputación, que consiste 
en que las tarifas minoristas para servicios en competencia cobradas por TdP, deberán cubrir los 
costos de prestación del servicio en competencia que incluyan los costos de las instalaciones 
esenciales.” (MTC, 2000: 17). 
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Entidades que prestan el servicio de voz por IP16 (Convergia Perú S.A, Infoductos 
y Telecomunicaciones del Perú S.A. y Perusat S.A; al INDECOPI y al MTC. 
 
11. Continuando con el proceso correspondiente, mediante Resolución N°011-2012-
CCO/OSIPTEL, se dio por notificado el Informe Instructivo N°020-STC-
CCO/2012, ante el cual Telefónica, mediante comunicación de fecha 24 de mayo 
de 2012 procedió con presentar sus descargos. 
 
12. Al respecto, Telefónica señaló, entre otros aspectos, lo siguiente: 
o Reiteró que debía aplicarse el principio de supletoriedad en tanto que ya 
se ejerció la potestad regulatoria a través de una regulación mayorista 
que es una regulación implícita del modelo minorista. 
o No se consideró un correcto mercado relevante ya que no se incluyó a la 
banda ancha móvil. 
o La participación de Telefónica sería del 68% con tendencia a variar y con 
tendencia a la baja para determinar la posición de dominio. 
o No hay evidencia que demuestre que la conducta investigada tuvo 
efectos restrictivos en la competencia. 
 
13. No obstante lo señalado, mediante Resolución Nº 017-2012-CCO/OSIPTEL del 
20 de julio de 2012, el Cuerpo Colegiado declaró FUNDADO el procedimiento 
de oficio iniciado contra Telefónica por la supuesta comisión de actos contrarios 
a la libre competencia en la modalidad de ventas atadas determinando la 
aplicación de una multa LEVE de cuatrocientos noventa y dos con 21 décimas 
(492.21) UIT. Asimismo, impuso como medida correctiva el cese del abuso de 
posición de dominio, consistente en ofrecer en el mercado minorista la venta del 
servicio de internet ADSL “solo” (o naked), evitando cualquier conducta que 
tenga efectos equivalentes a la atadura de los servicios.  
 
14. El Regulador argumentó, entre otros aspectos lo siguiente: 
o Sobre la falta de competencia de las instancias de solución de 
controversias por aplicación del principio de supletoriedad, en atención a 
                                                          
16 Debemos tener en cuenta que, la voz por IP (VoIP), es una tecnología que consiste en transmitir 
la voz empleando para ello los mismos protocolos utilizados para las comunicaciones en Internet. 
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lo alegado por Telefónica en base a que la práctica materia de 
investigación fue implementada como una práctica aprobada por el 
OSIPTEL (en atención a las resoluciones N°036-2000-CD/OSIPTEL, 
N°010-2007-CD/OSIPTEL y N°039-2008-PD/OSIPTEL) a través de las 
tarifas máximas fijas aplicables a prestaciones de transmisión de datos 
mediante circuitos virtuales ATM con acceso ADSL. 
o El Cuerpo Colegiado concluyó que la regulación mencionada buscó 
regular las tarifas que cobraría Telefónica para permitir a otras empresas 
operadoras de Internet poder prestar el servicio de acceso a internet a 
sus abonados de telefonía fija, por lo que no era posible sostener que la 
regulación ATM con acceso ADSL tenía aplicación en el mercado 
minorista de internet, es decir la provisión del servicio al usuario final. 
o Contrariamente a lo señalado por Telefónica, el regulador señaló que no 
podía desprenderse que, de dicha regulación, se haya habilitado al 
operador incumbente a condicionar la provisión del acceso ADSL a la 
contratación de su servicio de telefonía fija.  
 
o Sobre la configuración a la práctica anticompetitiva, el Cuerpo Colegiado 
señaló que la conducta materia investigada, efectivamente se encontraba 
tipificada en el artículo 10 del Decreto Legislativo N°1034, como supuesto 
de abuso de dominio recogido en el numeral 2 literal c).  
o Asimismo, indicó que de acuerdo al numeral 4.3.3 de los Lineamientos 
de Libre Competencia en Telecomunicaciones17, para que una práctica 
                                                          
17 “Artículo 4.3.3. Cláusula de Atadura y empaquetamiento: Esta infracción también se encuentra 
tipificada en la norma general de libre competencia, Decreto Legislativo N°701. Así, el artículo 5° en 
su inciso c) establece que puede constituir un caso de abuso de posición de dominio, la 
subordinación de la celebración de contratos a la aceptación de prestaciones suplementarias que 
por su naturaleza no guardan relación con el objeto de tales contratos. 
En el campo de las telecomunicaciones suele usarse el término “empaquetamiento” para describir la 
situación en la que una empresa ata o une una serie de prestaciones y las vende u ofrece como un 
solo paquete, no dando la alternativa al consumidor de adquirir cada parte por separado. 
Al igual que en las otras prácticas vistas en puntos anteriores, se considera que el empaquetamiento 
sólo puede tener un efecto anticompetitivo cuando es realizado por una empresa que tenga posición 
de dominio en un mercado determinado, cuando éste sea injustificado y muestre el intento de 
restringir la competencia de algún mercado; por tanto, cada práctica será analizada utilizando la regla 
de la razón. No obstante lo anterior, existen algunos casos de empaquetamiento que potencialmente 
generan daño al proceso competitivo y son considerados como abuso de posición de dominio o 
empaquetamiento indebido. 
OSIPTEL considera como casos de empaquetamiento indebido de servicios públicos de 
telecomunicaciones que pueden distorsionar la competencia, entre otros, los siguientes: 
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de venta atada tenga efectos anticompetitivos, “es necesario que la 
realice una empresa con posición de dominio, que esta sea una práctica 
injustificada y que muestre el intento de restringir la competencia.” 
(OSIPTEL, 2000). 
o Para determinar la conducta, deben tomarse en cuenta los elementos 
específicos a los que se refiere el mencionado artículo 10: (i) debe 
tratarse de servicios diferenciados, (ii) existir coerción, (iii) la empresa 
debe tener suficiente poder de mercado en el mercado de producto 
principal y (iv) debe existir una afectación en el mercado del producto 
atado. Además de esto, la Ley de Competencia, califica a la conducta 
señalada como una prohibición relativa, por lo que “primero debe 
probarse la existencia de la venta atada (la conducta) y posteriormente 
probarse que la misma tenga efectos negativos para la competencia y el 
bienestar de los consumidores” (Decreto Legislativo N°1034; 2008).   
o El Cuerpo Colegiado entonces, concluyó que el mercado relevante 
estaría conformado por el acceso a Internet por ADSL y el cable modem 
provisto a nivel minorista, para clientes residenciales y corporativos, y el 
mercado geográfico conformado por los distritos a nivel nacional que 
cuenten con acceso a internet por ADSL y/o cable modem.  
o De acuerdo a la información proporcionada por el MTC la cobertura 
comprendía un total de trescientos ochenta (380) distritos en todo el 
territorio peruano. 
o En la misma línea, el Cuerpo Colegiado concluyó que Telefónica contaba 
con posición de dominio en el mercado relevante señalado, debido a su 
participación en el mercado y al nivel de concentración que exhibía, así 
como por la presencia de barreras de entrada.  
o Asimismo, señaló que Telefónica contaba con suficiente poder de 
mercado en el servicio principal; que los servicios atados eran diferentes 
                                                          
a. Cuando un operador dominante ata la venta de un servicio en el que tiene posición dominante en 
el mercado a la de uno en que se enfrenta a la competencia; 
b. Cuando los servicios atados pertenecen parcialmente a un mercado de precios regulados y 
parcialmente a un mercado desregulado; y, 
c. Tratándose de servicios pertenecientes a un mercado competitivo, se considerará indebido el 
empaquetamiento de los insumos necesarios para proveer tal servicio, si el operador ata los insumos 
para los cuales ejerce una posición dominante con los insumos que pueden ser suministrados por 
terceros.” (OSIPTEL, 2000: 13-14)  
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y que existía un nivel apreciable de coerción para la adquisición conjunta 
de los servicios.  
o De manera adicional, el Cuerpo Colegiado señaló que la conducta de 
Telefónica ocasionó: 
 Efectos negativos sobre los competidores, pues el crecimiento de 
estos se estancó a favor de la recuperación de la cuota de 
mercado que ostentaba Telefónica, y  
 Efectos negativos en dos grupos de usuarios, los primeros que no 
pudieron contratar internet “solo” o “naked”, incurriendo en un 
costo adicional; y los segundos que no contaron los recursos para 
contratar la telefonía fija, y se vieron impedidos de adquirir el 
servicio de Internet. 
 
15. Con fecha 9 de agosto de 2012, Telefónica interpone recurso de apelación sobre 
la Resolución N°017-2012-CCO/OSIPTEL, reiterando los argumentos señalados 
previamente y señalando además que, debido a la importancia que tienen en el 
mercado los servicios empaquetados denominados “dúos” y “tríos”, desde 
diciembre de 2007 hasta diciembre de 2011, el mercado se ha vigorizado como 
consecuencia de las acciones de las empresas operadoras. Telefónica resaltó 
además que se prendía sancionar por una práctica explotativa que no consideró 
el parámetro de evaluación de daño que la Ley de Competencia contemplaba.  
 
16. Por último, mediante Resolución Nº 004-2013-TSC/OSIPTEL del 01 de febrero 
del año 2013, el Tribunal de Solución de Controversias (en adelante, “El 
Tribunal”) confirmó la Resolución N° 017-2012-CCO/OSIPTEL por la supuesta 
comisión de actos contrarios a la libre competencia en la modalidad de ventas 
atadas tipificadas en el artículo 10º de La Ley de Competencia declarando 
infundado el recurso de apelación interpuesto por Telefónica. 
 
17. Asimismo, el Tribunal modificó la multa impuesta previamente, estableciendo el 
nuevo monto de cuatrocientas siete (407) UIT y confirmaba también la medida 
correctiva impuesta, a través de la cual Telefónica tendría que ofertar Internet 




18. Es importante mencionar los argumentos señalados por parte del Tribunal: 
o Sobre la aplicación del principio de supletoriedad, el Tribunal concluyó 
que la regulación que se había aprobado en su momento fue dirigida al 
acceso mayorista, pues fijó las tarifas para que los nuevos operadores 
pudieran brindar sus servicios a los usuarios del servicio de telefonía fija 
de Telefónica. 
o Concluyó además que dicha regulación en ningún caso aprobó la práctica 
de vincular la contratación del acceso a internet por ADSL en conjunto a 
la telefonía fija, y que cuando se hizo referencia a que “las tarifas 
reguladas resultaban aplicables a los abonados que contaran con una 
línea fija contratada” el OSIPTEL se limitó a constatar una situación que 
se presentaba en el mercado, por lo que no debía aplicar las normas 
regulatorias en aplicación del principio de supletoriedad, sino que 
resultaban pertinentes las normas de libre competencia.  
 
o Sobre la conformidad a los modelos de contratos de abonado, manifestó 
que la misma se emitió en base a la normativa de usuarios, o 
propiamente de lo dispuesto por las Condiciones de Uso, por lo que los 
contratos de abonado se analizaron únicamente desde una perspectiva 
de protección al consumidor. Por tanto, la aprobación del OSIPTEL no 
podía involucrar un análisis ex ante omnicomprensivo que involucre un 
análisis de libre competencia.  
 
o Sobre la configuración de la práctica anticompetitiva, el Tribunal concluyó 
que el mercado relevante estaba conformado solamente por el servicio 
de Internet por ADSL (descartando el servicio de cable modem) en la 
región de Lima y la Provincia Constitucional del Callao, mientras que el 
segmento de acceso a Internet fijo vía a ADSL sería respecto del resto 
de regiones del país.  
 
o Además, concluyó que Telefónica contaba con posición de dominio en el 
mercado relevante, por su participación en el mercado relevante y al nivel 
de concentración que exhibía en este. Consideró además que existía 
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barreras estructurales, legales y estratégicas de entrada a nuevos 
competidores.  
o Por tanto, Telefónica posiblemente afectaría, en el mercado relevante, 
las condiciones de la oferta ya la demanda. 
 
o Por último, llegaba también a la conclusión de que la práctica de 
empaquetamiento realizada por Telefónica, tuvo efectos anticompetitivos 
al haber TdP sacrificado ganancias en el mercado de internet por ADSL, 
a fin de mejorar en el de telefonía fija reduciendo la demanda de sus 
competidores en este último mercado.  
 
V. IDENTIFICACIÓN DE PROBLEMAS PRINCIPALES Y SECUNDARIOS 
 
 Problema principal 1: 
o ¿Telefónica cumplió con las normas de la regulación sectorial de 
telecomunicaciones, o cometió una infracción a las normas de libre competencia 
con su accionar? 
 
 Problemas Secundarios 1: 
o ¿Cómo se debió aplicar el Principio de Supletoriedad en la presente 
controversia? 
o ¿Se delimitó de manera correcta el mercado relevante? 
o ¿Se comprobó que los efectos exclusorios de la práctica realizada por 
Telefónica generó una afectación a los competidores del mercado de 
telecomunicaciones? 
 
 Problema principal 2: 
o ¿Telefónica ha visto vulnerados sus derechos dentro de la presente 
controversia? 
 
 Problemas Secundarios 2: 
o ¿Se ha generado una vulneración al principio de predicitibilidad al sancionarse 




o ¿Se han afectado el principio del debido procedimiento y el derecho de defensa 
de Telefónica al no conocer el modelo económico en el que se basa el Tribunal 
de Controversias para imponer la sanción? 
 
VI. DESARROLLO DEL ANÁLIS DE LOS PROBLEMAS JURIDICOS. 
 
1. ¿Telefónica cumplió con las normas de la regulación sectorial de 
telecomunicaciones, o cometió una infracción a las normas de libre competencia 
con su accionar? 
 
En primer lugar, considero que Telefónica sí cumplió con lo dispuesto por la 
regulación de telecomunicaciones, por lo que no le correspondía recibir una sanción 
por parte del regulador. Para llegar a esa conclusión tendremos que evaluar si es 
que se realizó una correcta aplicación de Principio de Supletoriedad en la presente 
controversia; cómo es que se delimitó el mercado relevante aplicable al presente 
caso y, si es que se determinaron los efectos exclusorios asociados a la conducta 
efectuada por Telefónica. 
 
1.1 ¿Cómo se debió aplicar el Principio de Supletoriedad en la presente 
controversia? 
 
1. De acuerdo a lo que mencionamos en los antecedentes, le corresponderá al 
OSIPTEL, en el marco de su función de solución de controversias, la resolución 
de los conflictos que se originen en el marco de su competencia, aplicando para 
tales fines las normas de libre competencia.  
 
2. A su vez, en el Decreto Supremo N°008-2001-PCM, Reglamento General del 
OSIPTEL, se encuentra de manera específica, que este Organismo Regulador 
deberá aplicar cuando corresponda el denominado Principio de Supletoriedad. 
 
3. Dicho principio hace referencia a la idea de que las normas de libre competencia 
serán aplicadas de forma subsidiaria (supletoria) a la regulación vigente del 
sector correspondiente. Dicho de otra manera, no deberá tramitarse (o no deberá 
continuar tramitarse) un procedimiento iniciado por una presunta infracción a la 
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libre competencia, cuando la materia en cuestión haya sido cubierta por la 
regulación que dicta el sector.   
 
4. El mencionado Reglamento dictamina entonces que, en el marco de los servicios 
públicos de telecomunicaciones, “las normas de libre competencia son 
supletorias a las disposiciones normativas y/o regulatorias que dicte el OSIPTEL 
en el ámbito de su competencia. En caso de conflicto primarán las disposiciones 
dictadas por este último” (OSIPTEL, 2001: 8). 
 
5. En esa misma línea se ha desarrollado este principio en la Resolución N°003-
2000-CD/OSIPTEL Lineamientos Generales para la Aplicación de las Normas 
de Libre Competencia en el Ámbito de los Servicios de Telecomunicaciones en 
el sentido que: 
 
“En el mercado de las telecomunicaciones, el marco regulatorio existente 
desarrolla los principios de libre competencia, consagrados por la 
Constitución Política del Perú, entendiéndose, por tanto, que la aplicación 
del marco regulatorio del sector constituye una manera de hacer cumplir 
los principios de libre competencia. En los mercados regulados 
decisiones básicas como las tarifas, calidad de servicio o condiciones de 
comercialización son establecidas, con el objetivo de emular un mercado 
competitivo. 
 
Teniendo en cuenta la existencia de dos marcos normativos, uno 
específico del sector de las Telecomunicaciones y otro de aplicación 
general, resulta necesario que los presentes lineamientos establezcan 
cómo OSIPTEL va a compatibilizar la aplicación de los mismos. 
 
La posición que acoge OSIPTEL, refleja la tendencia que se puede 
apreciar en otros países donde existen situaciones similares. OSIPTEL 
entiende que, para la promoción y preservación de la libre 
competencia en el mercado de las telecomunicaciones, se aplicará 
la normativa específica del sector y de manera supletoria la 
normativa general de libre competencia. Este principio, a su vez, está 
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recogido en el punto 111 de los Lineamientos de Políticas de Apertura 
del Mercado de Telecomunicaciones. Así, si bien el punto de partida es 
la aplicación de la normativa específica del sector, -entendiéndose dentro 
de ésta al marco regulatorio específico-, también se admite la aplicación 
del marco general de libre competencia, para corregir problemas no 
cubiertos expresamente por la normativa específica del sector; o 
para encontrar principios de interpretación que permitan una más 
adecuada aplicación de la referida norma.  
 
Esto implica que OSIPTEL aplicará las normas generales de libre 
competencia en el supuesto que una determinada práctica o 
conducta no esté tipificada o cubriera de manera expresa por la 
normatividad específica del sector, pero genere, sin embargo, 
efectos anticompetitivos” (OSIPTEL, 2000: 3). El énfasis es nuestro. 
 
Entonces según lo visto ¿le correspondía al OSIPTEL la aplicación del principio 
de supletoriedad? Considero que sí. 
  
6. El fundamento de esta afirmación radica en el hecho de que, efectivamente se 
debió aplicar el Principio de supletoriedad, en atención a que el 
empaquetamiento que se venía realizando por parte de Telefónica, había sido 
permitido de manera expresa por la regulación establecida por el mismo 
OSIPTEL para el acceso a internet por ADSL. Esto es, a través de las siguientes 
actuaciones: 
(i) Aprobación de las tarifas ATM con acceso ADSL y; 
(ii) Aprobación de los modelos de contrato de abonados para el acceso 
a internet, bajo el servicio denominado como “Speedy”. 
 
7. Respecto de la regulación establecida de tarifas ATM con acceso ADSL se 
emitieron las Resoluciones de Consejo Directivo N°036-200-CD/OSIPTEL, 
N°010-2007-CD/OSIPTEL y la Resolución de Presidencia N°039-2008-
PD/OSIPTEL, a través de las cuales se establecieron tarifas máximas aplicables 
a la prestación de transmisión de datos mediante circuitos virtuales ATM, siendo 
que en la práctica se establecían las tarifas que podía cobrar Telefónica, con 
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autorización del regulador, para permitir que otras empresas operadoras 
ofrezcan el servicio de acceso a internet a sus abonados de telefonía fija, así 
como también las tarifas que deberían pagar los usuarios finales (abonados). 
 
8. Es importante mencionar que, en todas las Resoluciones mencionadas, se 
señalaba que era requisito indispensable el que los abonados que soliciten 
acceder a los servicios en cuestión, debían contar con una línea telefónica fija y 
pagar las tarifas por conexión a la red, instalación y renta básica mensual. Con 
esto último se estaba estableciendo un modelo de mercado de provisión de 
acceso a internet, el que se entendía que debía darse en conjunto con una línea 
de telefonía fija. 
 
9. En línea con lo señalado previamente, en la Resolución N°039-2008-
PD/OSIPTEL, se señalaba lo siguiente: 
 
”(…) Artículo Único.- Establecer las tarifas tope –máximas fijas- para 
las prestaciones de transmisión de datos mediante circuitos virtuales 
ATM con acceso ADSL (acceso digital asimétrico por línea telefónica), 
provistas por Telefónica del Perú S.A.A., e incorporar las disposiciones 
establecidas en los artículos 2º al 8º de la Resolución Nº 010-2007- 
CD/OSIPTEL, quedando fijada la correspondiente regulación tarifaria en 
los términos siguientes:[…] Las tarifas correspondientes por el 
acceso digital asimétrico (ADSL) que se establecen en el presente 
artículo, son aplicables a los abonados que cuenten con una línea 
telefónica fija contratada con la empresa Telefónica del Perú 
S.A.A., y se aplican de manera adicional e independiente a las tarifas 
por instalación y renta mensual correspondientes al respectivo servicio 
telefónico fijo. Adicionalmente, las empresas a que se refiere el párrafo 
siguiente, establecerán las tarifas a los abonados a los cuales estén 
conectados, para la prestación de diversos servicios tales como, 
servicios de acceso a internet, televigilancia, teletrabajo, acceso a bases 




10. A raíz de esta(s) aprobación(es) es que TdP incluye dentro de los modelos de 
contratos de abonado el requisito necesario tener previamente una línea de 
telefonía fija, así como también el tener que pagar por las tarifas de conexión a 
la red, la instalación y la renta básica mensual para contratar el servicio de 
acceso a internet. Con ello se formaba un modelo de negocio acorde a lo que la 
regulación establecía.  
 
11. El propio OSIPTEL mencionó en la resolución de primera instancia de la 
presente controversia que la finalidad de dicha regulación de tarifas ATM con 
acceso ADSL estaba dirigida a promover “una mayor competencia en el mercado 
de internet con acceso ADSL”, con el enfoque de disminuir las barreras de 
entrada para nuevos competidores que hagan uso de los accesos mayoristas de 
Telefónica, evitando que esta última obtenga beneficios indebidos por su 
condición de operadora incumbente por poseer la mayor red de telefonía fija18. 
 
12. En otras palabras, es el mismo OSIPTEL el que considera que con esta 
regulación establecida estaría corrigiendo las imperfecciones que ese mercado 
(a nivel de interconexión) podría detonar en un eventual comportamiento 
anticompetitivo para Telefónica. 
 
13. Coincidimos aquí con lo que señala Joselyn Olaechea, en tanto que la afirmación 
realizada por el regulador bastaría para inaplicar las normas de libre 
competencia, puesto que la regulación fue expedida teniendo en cuenta el 
proceso competitivo como bien jurídico protegido. 
 
14. Así, la especialista señala lo siguiente19: 
 
“(…) En la práctica, podría pasar inadvertida la aplicación concurrente de 
normas al interior de un mismo régimen y procedimiento sancionador. 
Específicamente, nos referimos a la situación de OSIPTEL, ya que 
concentra las funciones de regulador y agencia de competencia; por lo 
                                                          
18 Página 18 de la Resolución de primera instancia emitida por el Cuerpo Colegiado. 
19 OLAECHEA, Joselyn. “Libre Competencia Versus Regulación: Sobre la aplicación del Principio de 
Supletoriedad en la Nueva Ley de Represión de las Conductas Anticompetitivas”. Revista de la 
Competencia y la Propiedad Intelectual. No. 13, 2011, p. 83.  
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tanto, sus instancias tienen la prerrogativa de aplicar los dos cuerpos 
normativos. A ello, se añade la asimilación de gran parte de las normas 
antitrust en los principios de neutralidad, no discriminación, igualdad de 
acceso y libre y leal competencia, los cuales convergen en la actual 
LRCA20 en las modalidades de abuso de posición de dominio o como 
prácticas colusorias verticales. Para ilustrar dicha situación el artículo 9° 
del Reglamento de la Ley de Telecomunicaciones21 señala lo siguiente: 
 
Artículo 9° del Reglamento de la Ley de Telecomunicaciones. - 
Por el principio de neutralidad, el concesionario de un servicio de 
telecomunicaciones, que es soporte de otros servicios o que tiene una 
posición dominante en el mercado, está obligado a no utilizar tales 
situaciones [para] prestar simultáneamente otros servicios de 
telecomunicaciones en condiciones de mayor ventaja y en detrimento de 
sus competidores, mediante prácticas restrictivas de la libre y leal 
competencia tales como limitar el acceso a la interconexión o afectar la 
calidad del servicio”. (Olaechea, 2011: 83). Subrayado añadido por la 
autora. 
 
Continúa la especialista indicando22: 
 
“Se aprecia que tal principio intenta corregir cualquier tipo de práctica –
basada en la posición de dominio o en la titularidad de alguna facilidad 
esencial – que le genere beneficio a un operador y correlativamente 
atente contra el competidor. En el fondo, asume los supuestos de 
negativas de trato, aplicación de condiciones desiguales para 
prestaciones equivalentes, y la obstaculización de la entrada o 
permanencia del rival, insertos en el artículo 10.2 del D.L. 1034. 
Recordemos también que el regulador toma en cuenta el principio de libre 
y leal competencia, que si bien no posee contenido expreso en la 
                                                          
20 Entiéndase por Ley de Represión de Conductas Anticompetitivas. 
21 Es preciso señalar que dicho artículo es recogido del Decreto Supremo N°06-94-TCC de fecha 
11 de febrero de 1994. Actualmente el Reglamento de La Ley de Telecomunicaciones recoge al 
principio de neutralidad en el artículo 11° 
22 Ibidem, Olaechea (2011: 83).  
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normativa sectorial, apunta a que el acceso se realice en base a un 
balance entre incorporación de más competencia e incentivos para el 
mejoramiento de la infraestructura. 
 
Por las razones que se argumentan a continuación, aseveramos que 
siempre que la norma regulatoria tenga como parte de su lindero 
interpretativo al principio de libre y leal competencia, las normas 
antitrust necesariamente deben ser inaplicables. Y ello se respalda 
en la decisión autónoma que el regulador ha considerado a la hora 
de expedirla, que puede recoger al proceso competitivo como bien 
jurídico protegido (…)” (Olaechea, 2011: 83). 
 
15. Adicionalmente a ello, lo que nos lleva al segundo aspecto de nuestra afirmación, 
es que la regulación establecida por el OSIPTEL llevó a Telefónica a presentar 
sus modelos de contrato de abonado, los mismos que debían encontrarse 
acordes con la norma con el objetivo de poder comercializar el servicio 
presentado. 
 
16. Así, según lo dispuesto por las Condiciones de Uso (vigentes en ese momento23) 
las empresas operadoras estaban obligadas de remitir los modelos de contrato 
de abonado al regulador. Esto fue cumplido por TdP dentro de los plazos 
respectivos y los modelos señalaban expresamente que “para la prestación del 
servicio EL CLIENTE deberá contar con (…) una línea telefónica de su titularidad 
(…)”. 
 
17. Y como consecuencia, mediante Oficio N°082-GG.GUS/2009 el OSIPTEL 
señalaría lo siguiente:  
 
(...) al respecto, le manifestamos que este organismo ha procedido a la 
evaluación de los referidos modelos de contrato de abonado del servicio de 
                                                          
23 Al respecto, en el momento en que se remitieron los modelos de contrato de abonado, las 
Condiciones de Uso señalaban que previo a la comercialización de un servicio de 
telecomunicaciones, los modelos de contratos debían ser remitidos al OSIPTEL a fin de que el 




acceso a internet y los modelos de addendum al contrato de abonado del 
servicio de telefonía fija, habiéndose advertido que los mismos se ajustan 
a lo dispuesto por la normativa vigente (…). (Énfasis y subrayado es 
nuestro). 
 
Con este pronunciamiento por parte del OSIPTEL, los modelos de contrato de 
abonado se encontraban aprobados por lo que Telefónica tenía plena libertad 
para poder aplicar el modelo comercial cuestionado.  
 
18. En ese sentido entonces, vale la pena realizar la consulta ¿por qué es que el 
OSIPTEL (y de manera específica, el Tribunal) no aplicó el Principio de 
Supletoriedad pese a todo lo señalado previamente? Más aun con la afirmación 
emitida por parte del Cuerpo Colegiado en la Resolución de primera instancia. 
 
19. Por el contrario, el Tribunal planteó un razonamiento a través del cual procede 
con separar las dos actuaciones mencionadas, analizando la regulación ATM 
con acceso ADSL y de manera posterior la conformidad otorgada a los modelos 
de contrato de abonado. 
 
20. Así, el Tribunal sostuvo que, en relación a la regulación ATM con acceso ADSL, 
esta solo se encontraba dirigida al acceso mayorista, pues esta fijaba las tarifas 
de entrada a nuevos operadores entrantes que estos a su vez puedan brindar 
sus servicios a usuarios del servicio de telefonía fija de Telefónica, pero esta 
regulación de ninguna manera permitía (o aprobaba) la práctica de atadura entre 
el acceso a internet por ADSL y la telefonía fija (en el mercado minorista). 
 
21. Asimismo, sostuvo que cuando en la regulación ATM con acceso ADSL se 
menciona a que “las tarifas reguladas resultaban aplicables a los abonados que 
contaran con una línea fija contratada”, el OSIPTEL solo habría constatado una 
situación que se presentaba en el mercado, lo que no podía ser considerado 
como una aprobación de parte del Regulador.   
 
22. Por su parte, sobre la aprobación de los modelos de contrato, el Tribunal 
manifestó que esto se otorgaba considerando solo una perspectiva de usuarios 
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(la normativa de usuarios), es decir que el análisis se efectuaba únicamente 
desde una perspectiva de protección al consumidor, identificando aquellas 
partes del contrato que generasen un perjuicio a los abonados. En dicho sentido, 
no resultaba razonable para el Tribunal asumir que la conformidad otorgada por 
el OSIPTEL debía contener un análisis que también abarque un análisis en la 
rama de libre competencia. 
 
23. Lo señalado previamente en los últimos apartados en relación a la postura del 
Tribunal es cuestionable. En primer lugar, considero que no se debió desagregar 
las actuaciones realizadas del OSIPTEL, sino que debieron interpretarse en 
conjunto, pues la primera establece el diseño del mercado para la provisión de 
internet (a nivel mayorista si se quiere) y la segunda plasma a nivel del mercado 
minorista el resultado de la regulación. Todo esto de acuerdo al trámite regular 
que tienen las empresas operadoras en el sector.  
 
24. En segundo lugar, sostener que de las regulaciones mencionadas no se 
desprenda que los abonados necesariamente deban contar con una línea 
telefónica fija, desconoce la naturaleza técnica que el mismo OSIPTEL describe 
en sus regulaciones. No puede ser tomada esta necesidad como una 
constatación de una práctica comercial del mercado, sino que esta práctica en 
realidad se justifica por su naturaleza técnica (toda vez que existe una 
compartición de recursos e infraestructura de red entre ambos servicios), algo 
que el Tribunal no llegó a desarrollar. 
 
25. En tercer lugar, de acuerdo a lo señalado por el Tribunal, el regulador analizó los 
modelos de contratos de abonados desde una perspectiva de “protección al 
consumidor”, lo que puede llevar a la conclusión de que el OSIPTEL estaría 
renunciando a su competencia y funciones como agencia de competencia y 
supervisión cuando se trata de analizar los modelos de contrato de abonado. 
 
26. Sobre este punto, lo que debía ocurrir es que el OSIPTEL debió realizar un 
análisis general de toda la normativa que le compete, considerando que su 
actuación comprende un mercado con muchas fallas, sobre todo el sector de las 
telecomunicaciones que tradicionalmente ha contado con monopolios naturales, 
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y no puede pues el Regulador realizar un análisis limitado solo bajo la 
perspectiva de protección al consumidor. 
 
27. El que la conformidad otorgada a los modelos de contratos sea otorgada solo 
desde una perspectiva de usuarios no de una manera integral, considerando 
también aspectos de la libre competencia, no cambia el hecho de que se trata 
de una aprobación, que se respondió dentro de los plazos normativos y que fue 
otorgada regularmente en virtud de las potestades conferidas al OSIPTEL, lo que 
le permitió a la empresa regulada (TdP) actuar de acuerdo a lo señalado por su 
regulador. 
 
28. Sobre lo mencionado previamente, compartimos lo señalado por Carlos Patrón 
en el siguiente tenor24: 
 
“(…) soberano es el acto emanado de un ejercicio regular dentro de las 
atribuciones que le confiere la ley a una entidad del Estado, ya sea que se trate 
de una regulación que recae en un mercado donde hay competencia como en 
un mercado caracterizado por ser monopolio natural. Las facultades regulatorias 
del Estado y el correspondiente ejercicio de su poder de coerción para hacer 
cumplir sus disposiciones no se encuentran de modo alguno limitado únicamente 
a este último tipo de mercados. En uno y otro caso, el particular actúa dando 
cumplimiento a un acto soberano y no puede, por tanto, ser pasible de sanción 
por tal actuación.” (Patrón, 2008: 407) 
 
29. ¿Le correspondía entonces a Telefónica realizar una interpretación sobre la 
aprobación otorgada a los modelos de contratos y llegar a la conclusión de que 
estos se ajustaban a la normativa vigente, con excepción de la normativa de libre 
competencia? Creemos que no. En todo caso, el regulador debió haber realizado 
la precisión correspondiente en las aprobaciones otorgadas, a fin de evitar que 
TdP llegué a una conclusión que terminó siendo susceptible de sanción. 
 
                                                          
24 PATRÓN SALINAS, Carlos. “El que Mucho Abarca, poco Aprieta: del llamado Principio de 
Supletoriedad en Materia de Libre Competencia”. Derecho y Sociedad N° 30, 2008: 407. 
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30. Como ejemplo de esto último, el regulador, de manera diligente, comenzó a 
realizar precisiones en atención a aquellos aspectos de un modelo de contrato 
de abonado sobre el cual este no emitía un pronunciamiento correspondiente. 
Así, tenemos este caso en el cual se remitió para aprobación el modelo de 
Contrato para el servicio de TV de paga, el mismo que recibió la conformidad 
respectiva de parte de la Gerencia de Usuarios (encargada de emitir las 
conformidades a los modelos de contrato de abonado), pero con el presente 
disclaimer: 
 
“Al respecto, le manifestamos que este Organismo ha procedido con la 
evaluación del documento de la referencia, habiéndose advertido que el mismo 
se ajusta a lo dispuesto en la normativa vigente. En ese sentido ponemos en 
su conocimiento nuestra conformidad con el contenido del mismo, con 
excepción de lo previsto en el acápite (iii) de la “Ficha Contractual”25, el cual se 
encuentra referido al consentimiento para el tratamiento de datos personales, 
aspecto que es materia de competencia de la Autoridad Nacional de Protección 
de Datos Personales”. 
 
                                                          
25 A efectos de contextualizar, Telefónica manejaba para el modelo de contrato de abonado el 
documento de nominado “Ficha Contractual”, en el cual se señalaban los datos de los abonados. 




31. Por lo tanto, en atención a lo que hemos mencionado previamente, el OSIPTEL 
sí habría permitido el esquema comercial para comercializar el acceso a internet, 
además de otorgar conformidad a los modelos de contrato de abonado, por lo 
que correspondía respetar la primacía de la norma regulatoria, según el principio 
de supletoriedad sobre la de libre competencia. El Tribunal pudo haber 
modificado la decisión del Cuerpo Colegiado y finalmente no imputar una multa 
a Telefónica. 
1.2. ¿Se delimitó de manera correcta el mercado relevante? 
 
32. Para empezar, todo análisis que requiera de la evaluación de una conducta de 
abuso de posición de dominio, debe partir de haber delimitado el mercado 
relevante, esto es, el contexto en el cual van a interactuar la oferta y la demanda 
de un determinado servicio o un producto. 
 
33. Así, la delimitación del mercado será el punto de partida esencial para evaluar 
las condiciones de competencia de un mercado en particular. Saber los 
conjuntos de productos que forman para de este es clave para analizar la 
estructura del mismo mercado y el efecto de las conductas de los agentes que 
lo conforman.  
 
34. En la misma línea, tomamos lo mencionado por Marcelo D’Amore en el sentido 
que “(…) la no consideración, a la hora de definir el mercado relevante, de la 
conducta que se está analizando, puede resultar en una definición incorrecta 
del mercado y, en consecuencia, en una incorrecta apreciación de la 
posición de la empresa en dicho mercado.” (D’Amore, 2011: 10)26. El énfasis 
es nuestro.  
 
35. Solo se podrá hablar de posición de dominio cuando se determine el mercado 
relevante en el que la empresa presta sus servicios.  
 
                                                          
26 D´AMORE, Marcelo R. “Abuso explotativo de posición dominante, el caso YPF en Argentina”.  
Boletín Latinoamericano de Competencia. No 11, 2000. Pág. 10. 
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36. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 6° de la Ley de Competencia, “el 
mercado relevante está integrado por el mercado de producto y el mercado 
geográfico”. (Decreto Ley N°1034, 2008). 
  
37. Al respecto, dispone que “el mercado de producto estará formado por el bien o 
servicio materia de la conducta investigada y sus sustitutos”. Asimismo, el 
mercado geográfico relevante es “el conjunto de zonas geográficas donde están 
ubicadas las fuentes alternativas de aprovisionamiento del producto relevante” 
(Decreto Ley N°1034, 2008).  
 
38. En el presente informe cuestionaremos la determinación del mercado de 
producto ya que la determinación correspondiente al mercado geográfico se 
encuentra afectada de manera indirecta por la del primero, como veremos más 
adelante. 
 
39. Entonces, ¿cómo se delimitó el mercado relevante a nivel la presente 
controversia? El Tribunal señaló como mercado relevante de producto como el 
“servicio de internet fijo por ADSL”, y como mercado geográfico a “los 380 
distritos a nivel nacional en los que existe cobertura de este servicio”, 
segmentando los mismos en Lima, Callao y el resto de regiones del país. 
 
Por su parte, el Cuerpo Colegiado en la instancia previa consideró al servicio de 
internet fijo vía “cable modem” como parte del mercado relevante de producto. 
No obstante, el Tribunal consideró que, debido a aspectos como las (i) 
limitaciones de cobertura, (ii) la incertidumbre en cuando a su expansión y (iii) 
los costos de cambio que tendrían los abonados constituían factores que 
descartarían que este producto pueda ser un sustituto para el “servicio de 
internet fijo por ADSL”. 
  
40. Es importante precisar que el Tribunal no realizó un extenso análisis de descarte 
de aquellos servicios que no consideró como parte del mercado de producto 
relevante, pero sobre todo el Tribunal no admitió a la Banda Ancha Móvil como 
parte del mismo, ello debido a que esta presentaría restricciones respecto de su 
uso (capacidad de descarga y velocidad de navegación), así como que se 
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considera a este como un servicio complementario respecto de la Banda Ancha 
Fija, más que sustitutorio.  
 
41. Entonces, para responder a la pregunta de este apartado, considero que la 
delimitación del mercado relevante de producto fue muy restringida y que esta 
no consideró a todos los servicios podían resultar como sustitutos razonables 
desde la perspectiva de los abonados o usuarios del servicio. 
 
42. La evaluación del Tribunal debió considerar el punto de vista de los 
consumidores, de conformidad con lo señalado en el artículo 6.2 de la Ley de 
Competencia, que establece que: “El mercado de producto relevante es, por lo 
general, el bien o servicio materia de la conducta investigada y sus sustitutos. 
Para el análisis de sustitución, la autoridad de competencia evaluará, entre 
otros factores, las preferencias de los clientes o consumidores; las 
características, usos y precios de los posibles sustitutos; así como las 
posibilidades tecnológicas y el tiempo requerido para la sustitución”. 
(Decreto Legislativo N°1034, 2008). El subrayado y sombreado es nuestro. 
 
43. Bajo esta lógica, considero que el Tribunal no realizó un análisis correcto de 
sustituibilidad, manifestando además que los consumidores solo buscarían 
cubrir sus necesidades para el uso de internet respecto a las características de 
capacidad de descarga y de velocidad del servicio, pero no considerando que 
puede haber otros servicios (como la Banda Ancha Móvil) que pueden ser 
funcionalmente sustitutos.  
 
44. Ahora bien, compartimos las palabras de Figari, Gomez y Zuñiga en el sentido 
en que: “(…) Al hablar de buenos sustitutos no necesariamente se hace 
referencia a productos que tienen que ser idénticos al analizado, sino que deben 
ser considerados como sustituibles o intercambiables razonablemente, en 
términos de precio, calidad y otras condiciones, por un número significativo de 
consumidores a efectos de satisfacer una necesidad” (Figari, Gomez y Zuñiga, 
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2005: 160)27. A diferencia de lo realizado por parte del Tribunal, que indica que 
estos deben ser brindados con la misma tecnología. 
 
45. El mismo criterio fue considerado por la Comisión de Defensa de la Libre 
Competencia del INDECOPI en el caso Cab Cable vs. Electrocentro (Expediente 
No 006-98-CLC/INDECOPI28), en el que se señaló que, “a fin de determinar un 
mercado de producto o servicio, debe evaluarse qué otros servicios existen en 
el mercado que puedan sustituir al servicio provisto por la empresa investigada 
no siendo una condición necesaria para la sustituibilidad entre servicios que los 
estos sean idénticos” (INDECOPI, 2000: 9). 
 
46. El criterio estableció además que la razonabilidad de la sustitución debe ser 
entendida en el sentido de que de haber otros servicios que “satisfagan las 
necesidades del consumidor sin que éste incurra en nuevos o elevados costos 
de intercambio, dichos servicios pueden ser considerados como sustitutos” 
(INDECOPI, 2000: 9). 
 
47. Por lo tanto, considero que antes que descartarse a la Banda Ancha Móvil de 
manera inicial bien se pudo analizar esta alternativa de manera extensa y 
determinar que esta no podía considerarse de ninguna manera como un sustituto 
razonable para el servicio de internet fijo por ADSL. 
 
48. Se debió efectuar una investigación sobre las necesidades específicas que en 
ese momento satisfacían a los usuarios del servicio de internet. Por ejemplo, 
revisando la encuesta efectuada por el Instituto Nacional de Estadística e 
Informática (INEI) en el año 2013, reveló que en cuanto a actividades realizadas 
por usuarios del servicio de internet, un 94,2% lo empleaba para la obtención de 
                                                          
27 FIGARI, Hugo, Hugo GOMEZ y Mario ZUÑIGA. “Hacia una metodología para la definición del 
mercado relevante y la determinación de la existencia de posición de dominio”. Revista de la 
Competencia y la Propiedad Intelectual. No. 1, 2005: 160. 
28 Para determinar cuál es el servicio (o producto) relevante primero debe evaluarse qué otros 
servicios existen en el mercado que pueden sustituir al servicio provisto por la empresa investigada. 
Con relación a este punto cabe precisar que no es condición necesaria para la sustituibilidad entre 
productos o servicios que los mismos sean idénticos. En efecto, si dos o más productos o servicios 
satisfacen las necesidades del consumidor o usuario sin que éste incurra en nuevos o elevados 
costos de intercambio, dichos productos o servicios pueden ser considerados como sustitutos 
(INDECOPI, 2000: 9). 
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información; en segundo lugar, se empleaba para la comunicación o uso de 
correos electrónicos y/o mensajes instantáneos (chat), alcanzando un 78.8%, y 
en tercer lugar, el 65,5% utiliza internet para el entretenimiento (sea juegos, 
películas o música)29. 
 
49. La tendencia sobre las actividades realizadas por los usuarios de internet fue 
constante desde el año 2011, hecho que fue considerado por Telefónica como 
parte de sus alegatos de defensa, sin embargo, esto no fue tomado en cuenta 
por el Tribunal. La estadística hubiera aportado relevancia al hecho de aquellos 
que usan internet, lo utilizaban para actividades que no exigían una conexión de 
gran velocidad o que requería un alto nivel o capacidad de descarga óptima 
como lo indicó el Tribunal. Esto último no se podía realizar en ese momento a 
través de un dispositivo que se soportaba sobre la Banda Ancha Móvil, pero las 
actividades mencionadas en el punto anterior si podían ser utilizadas sin 
inconvenientes.   
 
50. Por otro lado, el Tribunal pudo (pero no lo consideró) efectuar el análisis del 
“monopolista hipotético”, el que también se encuentra recogido en los 
Lineamientos de Libre Competencia, a fin de poder analizar la respuesta que 
tendrían los consumidores ante un incremento pequeño y permanente en el 
precio del servicio de Banda Ancha Móvil. De igual modo como el OSIPTEL lo 
aplicó para el servicio de internet vía cable modem, bien pudo efectuarlo para la 
Banda Ancha Móvil por sus características de descarga o de velocidad, y que 
luego se le haya descartado en el presente procedimiento.  
 
51. De igual modo, el Tribunal decide no realizar un posible análisis orientado a la 
“competencia interplataformas, desconociendo las tendencias a nivel 
internacional que se venían desarrollando como tecnologías inalámbricas 3G, 
Wi-Fi y Wi-Max, que en su momento se perfilaban como sustitutos a un bajo 
                                                          
29http://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/boletines/tecnologias-de-informacion-y-




costo, y que se encontraban dirigidas a lugares en los que no existe 
infraestructura terrestre suficiente”30 (Hildebrand, 2008: 107).  
 
52. En la misma línea, el Tribunal omite el estudio realizado en el Plan Nacional para 
el Desarrollo de Banda Ancha en el Perú, el que reconocía varias tecnologías 
para acceder al servicio de internet (sea que se trate de redes alámbricas o 
inalámbricas), en el tramo de la red de acceso hasta los usuarios como ADSL, 
DOCSIS, Wimax, UMTS, VSAT, entre otras.  
 
53. Si bien el estudio no establece un análisis de sustitución, plantea un notable 
crecimiento del acceso a internet mediante la “Banda Ancha Móvil” que puede 
mostrar indicios y a su vez muestra una disminución en la cantidad de 
conexiones del servicio de internet fijo por ADSL31. En el siguiente cuadro 
exponencial se observa la evolución de la Banda Ancha Móvil. 
 
54. El propio OSIPTEL reconoce el crecimiento en el Informe Instructivo señalando 
que:  
“De otro lado, se tiene que desde el lanzamiento de las ofertas 
comerciales de acceso a Internet móvil en marzo de 2008, el número de 
                                                          
30 Maria Luisa Hildebrant. “Regulación de la Banda Ancha: Experiencia Internacional y aplicación al 
caso peruano”. Revista de Derecho Administrativo: Derecho de las Telecomunicaciones. No. 5, de 
2008, p. 107.” 
31 Proyecto de Banda Ancha p.49. 
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conexiones se ha ido incrementando de manera considerable, existiendo 
a junio de 2011 más de 350 mil conexiones de Internet móvil que 
representa aproximadamente el 24.5% del total de conexiones de 
Internet a nivel nacional.” (OSIPTEL – Informe Instructivo, 2011: 23). 
 
55. Siguiendo este criterio, el Tribunal pudo haber efectuado estudios 
complementarios sobre las velocidades utilizadas por los usuarios, realizar una 
comparación entre planes vigentes, comparar los límites de descarga entre el 
internet por ADSL y la telefonía móvil o realizar una comparación sobre las 
ventajas y desventajas de los servicios para conocer la percepción de los 
usuarios. Luego de ello pudo llegar a la conclusión de que la Banda Ancha Móvil 
si podría ser un sustituto razonable o no. 
 
56. Por lo tanto, considero que el análisis del Tribunal no fue correcto, y no debió 
centrarse únicamente en la velocidad o en la capacidad descarga, sino en el uso 
que los usuarios le podrían dar a la Banda Ancha Móvil y por ende considerarlos 
como sustitutos. 
1.3. ¿Se comprobó que los efectos exclusorios de la práctica realizada por 
Telefónica generó una afectación a los competidores del mercado de 
telecomunicaciones? 
 
57. La conducta investigada en la presente controversia, denominada como ventas 
atadas, constituye una modalidad de abuso de posición de dominio de 
conformidad con lo establecido en el inciso c) del artículo 10.2 de la Ley de Libre 
Competencia, la cual prohíbe “subordinar la celebración de contratos a la 
aceptación de prestaciones adicionales que, por su naturaleza o arreglo al uso 
comercial no guarden relación con el objeto de tales contratos” (Decreto Ley 
N°1034, 2008). 
 
58. A fin de acreditar y sancionar la conducta mencionada, deben concurrir los 
siguientes requisitos del agente económico: 
(i) Que cuente con posición de dominio en el mercado relevante. 
(ii) Que haya utilizado su posición para restringir de manera indebida la 
competencia, obteniendo beneficios y haya causado perjuicios a 
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competidores reales o potenciales, directos o indirectos (efectos 
exclusorios). 
 
59. Esa línea sigue el Informe N°053-2007-INDECOPI/ST-CLC32 según el cual 
deben concurrir además los siguientes requisitos para que una práctica de 
atadura pueda ser sancionada de conformidad con la Ley de Competencia:  
 
(i) Que el agente que desarrolla la conducta ostente posición de dominio, 
cuando menos, respecto de uno de los productos o servicios atados; 
(ii) Que nos encontremos ante dos productos efectivamente atados, es 
decir, ante dos productos distintos y claramente diferenciables que hayan 
sido “empaquetados” por el proveedor;  
(iii) Que exista una presión o coerción a fin de obligar a un agente a 
adquirir un bien o servicio que no desea o que desea adquirir de otro 
proveedor, como condición para adquirir otro que sí desea (sobre el cual 
el proveedor ostenta posición de dominio); 
(iv) Que con el desarrollo de la conducta el agente reciba un 
beneficio en términos de competencia y, simultáneamente, cause un 
perjuicio a competidores reales o potenciales; (el subrayado y 
resaltado es nuestro) y, 
(v) Que no exista una justificación razonable para la atadura. 
 
60. En base al problema que planteamos, el criterio subrayado será el relevante a 
analizar ya que sin este no se puede determinar que Telefónica habría cometido 
una infracción tipificada por la normativa de libre competencia, por lo que al no 
poder demostrarse los efectos exclusorios, la empresa operadora debería ser 
relevada de toda responsabilidad imputada. 
 
61. Así, es importante precisar el sentido que la jurisprudencia le ha brindado a los 
“efectos exclusorios”. La Sala de Defensa de la Competencia del INDECOPI 
                                                          
32Informe 053-2007-INDECOPI/ST-CLC. Procedimiento iniciado por la denuncia de la Asociación de 




considera que los efectos exclusorios de las ventas atadas consisten en el 
traslado de la posición de dominio y en el cierre del mercado:  
 
38. “Uno de los principales efectos perjudiciales que se atribuye a las ventas 
atadas es el trasladar la posición de dominio que ostenta el dominante en el 
mercado del bien principal al mercado donde se encuentra el bien atado 
(denominada leverage theory). En ese supuesto, se señala que el vendedor 
puede obtener dos rentas monopólicas y obligar a los consumidores a pagar 
más que si existiera un solo monopolio y, que a su vez mediante la creación 
de un monopolio en un segundo producto, el monopolista en el bien principal 
podría sacar del mercado a otros productores del bien atado o por lo menos 
excluirlos de parte de aquel.” (INDECOPI, 2010: 14) 
(…) 
 
41. De otro lado, sobre los efectos exclusorios de las ventas atadas 
(foreclosure theory) alguna parte de la doctrina considera que dicha práctica 
puede amenazar la competencia  pues podría impedir que el productor 
encuentre adecuados canales de distribución para su producto” (INDECOPI, 
2010: 14)33.   
 
62. Por su parte, la Comisión de Defensa de la Libre Competencia en la Resolución 




“26. Concretamente, el fin de obtener beneficios y causar perjuicios se verifica 
cuando la infracción denunciada produce o puede producir (i) el efecto de 
otorgar, mantener o incrementar el poder de mercado del presunto infractor 
(beneficio anticompetitivo) y, a la vez, (ii) el efecto de provocar la salida o 
impedir la entrada de uno o más competidores directos o indirectos del 
presunto infractor (perjuicio anticompetitivo). No obstante, estos efectos 
                                                          
33 Resolución 1348-2010/SC1-INDECOPI página 14 considerandos 38 y 41. 
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reales o potenciales no son sancionables cuando son consecuencia de la 
mayor eficiencia económica del denunciado.” (INDECOPI, 2010: 6) 34 
 
63. En ese sentido, a fin de poder afirmar que hubo una conducta de abuso de 
posición de dominio bajo la figura de venta atada o atadura, se debe determinar 
claramente si existe un beneficio para el agente que lleva a cabo la conducta en 
los mercados en los que participa y además debe ocasionarse un perjuicio a raíz 
de esta práctica (que será la exclusión) para la empresa competidora. Caso 
contrario, de no probarse dicha situación entonces la autoridad competente no 
tendría por qué sancionar a la empresa operadora. 
 
64. Vale la pena resaltar que el aspecto que se sanciona en la conducta ilícita está 
orientado a la capacidad de afectación a la competencia en general y no a la 
afectación de un competidor de manera particular. No es entonces cualquier 
acto, sino que debe ser de gran relevancia, y por ello, si existiera un perjuicio a 
los competidores, esto no necesariamente significa un daño al proceso 
competitivo.  
 
65. Para poder ejemplificarlo, tomemos como referencia lo señalado por la 
Secretaría Técnica de la Comisión de Defensa de la Libre Competencia en la 
Resolución 016-2010/ST-CLC35. En dicho pronunciamiento se consideró que el 
hecho que un competidor resulte afectado por el empaquetamiento y que haya 
reducido su participación en el mercado no constituía evidencias de un efecto 
exclusorio generado por la conducta. Así, señaló lo siguiente: 
 
(…) 
“116. De la evolución de las cuotas de mercado, desde enero de 2007 a junio 
de 2010, se tiene evidencia de que, si bien uno de los competidores de Backus 
([confidencial]) ha visto menguada su cuota de mercado, pasando de niveles 
de alrededor [confidencial]% hacia finales de 2007 a niveles menores a 
[confidencial]% hacia finales del primer semestre de 2010; el otro competidor 
                                                          
34 Resolución 009-2010/CLC-INDECOPI página 6 considerando 26. 
35 Resolución 016-2010/ST-CLC - Varias empresas contra Backus por prácticas de 
empaquetamiento. Página 39. 
40 
 
de mayor importancia ([confidencial]) ha mantenido niveles de cuotas de 
mercado durante la aplicación de la presunta conducta anticompetitiva (2008) 
similares a los que poseía en el año anterior a la presunta realización de tal 
conducta (2007).  
 
117. Lo anterior, a criterio de esta Secretaría Técnica, indicaría la inexistencia 
de evidencia de un impacto negativo sobre la competencia de la política de 
comercialización del portafolio de marcas del Grupo Backus” (INDECOPI, 
2010: 39). 
 
66. Similar criterio se observó por parte del OSIPTEL en el caso de investigación 
seguido por la comisión de conductas anticompetitivas presentado por Telmex 
contra Telefónica y Bellsouth36, en el que llegó a la conclusión que, aun cuando 
se comprobó la conducta, el crecimiento en la participación del mercado del 
competidor que supuestamente se vio afectado por la misma, era evidencia 
suficientemente para descartar la hipótesis de una conducta de abuso de 
posición de dominio: 
 
“De acuerdo con la información señalada, puede observarse en primer lugar 
que el tráfico de los teléfonos públicos de Telmex ubicados en la Universidad 
Nacional Mayor de San Marcos se incrementó en un 15% considerando el 
primer y último mes del periodo. En tal sentido, no podría afirmarse que 
Telefónica haya logrado atraer a la clientela de Telmex como producto de la 
promoción en referencia, generándole una reducción del tráfico consumido. 
(…) 
Finalmente, en el caso de los penales, una aproximación preliminar indicaría 
que el tráfico de los teléfonos públicos de Telmex se redujo en 25% entre 
enero y julio de 2004, frente al tráfico de Telefónica que creció 
aproximadamente 22%. Si bien esta situación parecería indicar que el efecto 
de la promoción cuestionada podría haber sido una importante reducción del 
tráfico de Telmex, debe tenerse en cuenta que en el caso particular de los 
penales el total de teléfonos públicos operativos de esta empresa se redujo 
                                                          
36 Informe 004-2005-GRE, OSIPTEL por la denuncia presentada por Telmex Perú S.A. contra 
Telefónica del Perú S.A.A. y Bellsouth Perú S.A. 
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sustancialmente durante el periodo considerado. En efecto, según la 
información proporcionada por Telmex, en enero de 2004 los teléfonos 
operativos eran 72, pero a partir de abril de dicho año y en adelante se 
redujeron a la cifra de 45 teléfonos. 
(…) 
Considerando la mencionada reducción, puede obtenerse una mejor 
aproximación utilizando el tráfico promedio mensual de cada teléfono público 
ubicado en los penales. Como se observa (…) con la reducción de los 
teléfonos operativos de Telmex el tráfico unitario de los mismos no se 
mantuvo constante, sino que se incrementó considerablemente desde abril de 
2004. De otro lado, el tráfico unitario de Telefónica también se incrementó, 
pero en cantidades mucho menores. La variación porcentual existente 
tomando en cuenta los meses de enero a julio fue de un incremento del 20% 
en el caso de Telmex y del 22% en el caso de Telefónica.” 
 
67. Siguiendo la línea de lo expuesto, y considerando lo que debemos entender 
como “efectos exclusorios” y la aplicación para la presente controversia, le 
correspondía al Tribunal acreditar que las ventas atadas generaron una 
afectación a los competidores de Telefónica y a su vez esta reforzaba su posición 
en el mercado de telefonía fija, así como también que dicha conducta podría 
llevar a la salida del mercado de alguno de sus competidores o inclusive 
impedirle la entrada al sector. 
 
68. En realidad, ocurriría todo lo contrario. Según lo señalado por el Tribunal 
podemos concluir que Telefónica disminuyó en su participación de mercado del 
servicio de telefonía fija, mientras que sus competidores por otro lado 
aumentaron su participación respectiva. Esto se observa en el gráfico N°2137 de 
la Resolución emitida por el Tribunal, donde se observa la evolución del número 
de líneas activas de telefonía fija: 
 
                                                          





69. El análisis realizado por el Tribunal apuntaba a que la participación de Telefónica 
se mantuvo en descenso hasta dos momentos puntuales, en los años 2009 y 
2011. En el primero (2009), se redujo la tasa de decrecimiento pasando de -1.5% 
a 0.5% (pierde mercado aun), mientras que en el segundo momento (2011) se 
presenta un incremento no sustancial de número de líneas fijas. 
   
70. El Tribunal llega a la conclusión bajo el análisis de esta información que hubo 
una afectación al mercado a través de la práctica de Telefónica. Sin embargo, 
considero que un decrecimiento en la cuota de participación del mercado de 
0.5% no es significado de que la empresa operadora estaba reforzando su 
posición dominio. En la misma línea un ligero incremento de líneas, tampoco 
puede significar beneficios para Telefónica como consecuencia de la conducta 
realizada.  
 
71. Por el contrario, el gráfico N°21 en mención demostraba una constante sobre la 
telefonía fija en ese momento, y además mostraba una constante que afecta a 
Telefónica en general (inclusive al día de hoy). Por un lado, Telefónica no 
reforzaba su posición en el mercado, sino que además sus competidores 
aumentaban su participación de mercado. En ese sentido, no se habrían 




72. Por su parte, el gráfico N°2238 que también forma parte de la Resolución que 
emite el Tribunal se analiza la tasa de crecimiento de las líneas que se 




73. Sobre la información contenida en este gráfico, el Tribunal sostiene su teoría 
sobre la estrategia anticompetitiva de Telefónica mencionando que:  
 
(…) “la tendencia de las empresas competidoras se ha mantenido 
constante a lo largo del tiempo. Así, el nivel de tráfico originado por las 
empresas competidoras de TELEFÓNICA presentaba ligeros 
incrementos hasta el tercer trimestre del año 2009, fecha a partir de la 
cual el nivel de tráfico se reduce salvo en los dos últimos trimestres del 
2010, en los que tanto la empresa dominante como los competidores 
presentaron un ligero incremento” (OSIPTEL – Resolución N°004-2013, 
2013: 129). 
 
Continúa el Tribunal mencionando que “la estrategia de TELEFÓNICA 
evitó que los competidores crezcan de acuerdo con la tendencia que 
habían venido siguiendo” (OSIPTEL – Resolución N°004-2013, 2013: 
129).39  
                                                          
38 Resolución del Tribunal, pagina 129. 




No queda claro sin embargo, hasta qué punto estos competidores debían crecer 
para que la conducta deje de ser anticompetitiva. 
 
74. La postura del Tribunal además, se sustentó en base a un “modelo económico”, 
el cual solo fue conocido por Telefónica hasta el momento de la expedición de la 
resolución final, algo que revisaremos más adelante y cuestionaremos si es que 
ello significó una afectación a los derechos de defensa y al debido procedimiento 
de la empresa operadora. Dicho modelo únicamente se basó en presupuestos 
sobre los que no se tenía una certeza real. 
 
75. Finalmente, es relevante mencionar información respecto a Telefónica en donde 
se observa una constante reducción de su participación en el mercado, pasando 
de un 99,6% en el año 2001 a un 72,4% en el año 2011, mientras que el número 
de competidores de esta pasó de contar con un 2% en el año 2001 a un 11% en 
el año 201140.  
 
76. Por lo tanto, en atención lo mencionado y señalado por parte del Tribunal, no se 
puede determinar con total certeza que se produjeron efectos exclusorios en la 
práctica ejecutada por Telefónica, por lo tanto, el Tribunal pudo haber acogido la 
pretensión de la empresa operadora y declarar como infundado el presente 
procedimiento. 
 
2. ¿Telefónica ha visto vulnerados sus derechos dentro de la presente 
controversia? 
Como veremos en los siguientes apartados, en base a lo sucedido en la presente 
controversia, se ha vulnerado los derechos de predictibilidad, así como a los 
derechos del debido procedimiento y defensa de Telefónica. Por lo tanto, el 
pronunciamiento del Tribunal, no considera la existencia de aprobaciones a la 
práctica comercial realizada por Telefónica, así como considera un “modelo 
económico” que TdP solo pudo conocer al momento de la expedición de la 
resolución final del procedimiento administrativo. 
                                                          
40 Centro de Investigación de la Universidad del Pacifico (CIUP), “Informe sobre “La determinación 
del daño generado por prácticas anticompetitivas”, diciembre 2012.  
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2.1. ¿Se ha generado una vulneración al principio de predicitibilidad al 
sancionarse a Telefónica, pese a contar con la aprobación expresa de sus 
modelos de contrato? 
 
77. La Ley del Procedimiento Administrativo General, el Principio de Predictibilidad 
establecía41 en su momento lo siguiente: 
 
”1.15. Principio de predictibilidad. - La autoridad administrativa deberá 
brindar a los administrados o sus representantes información veraz, completa 
y confiable sobre cada trámite, de modo tal que a su inicio, el administrado 
pueda tener una conciencia bastante certera de cuál será el resultado final 
que se obtendrá.” (Ley 27444, 2001) 
 
78. Al respecto, Morón Urbina nos indica que:  
 
“Cumplir con el principio de predictibilidad en la actuación de la administración 
administrativa, exige que las autoridades entreguen información de cada 
procedimiento que reúna tres calidades: información cierta, información 
completa e información confiable, con el objeto claro de generar en los 
administrados la expectativa razonablemente fundada sobre cuál ha de ser la 
actuación del poder en aplicación del derecho y se retire cualquier riesgo de 
incertidumbre sobre la manera en que será tramitada y resuelta la situación 
sometida a la decisión gubernativa. El objeto de este principio es que los 
administrados a partir de la información disponible puedan saber a qué 
atenerse. 
Este principio constituye el reflejo en el ámbito de las relaciones 
administrativas del principio de seguridad jurídica (…)”. (MORON, 2018: 
128)42 
 
79. De acuerdo a lo mencionado, el principio en mención involucrará que la 
información que esté disponible para los administrados en cualquier momento 
                                                          
41 Cita textual de la Ley N°27444 previo a la modificación del Decreto Legislativo 1272 del año 2016. 
42 Juan Carlos Morón. Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General 13ª Edición. 
Gaceta Jurídica, Lima pag.128. 
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del procedimiento (derechos del trámite, secuencias, tasas, criterios, etc.) 
permitirá a estos, poder anticipase a un posible resultado adverso o a una 
eventualidad y en todo caso, le permite planificar de manera razonable el 
desarrollo de sus actividades. 
 
80. Como hemos visto en la presente controversia, el empaquetamiento del acceso 
a internet y la telefonía fija realizado por Telefónica fue permitido de manera 
expresa por parte del OSIPTEL, precisamente por las acciones de i) aprobar las 
tarifas ATM con acceso ADSL y ii) aprobar los modelos de contrato de abonado 
para la prestación del servicio Speedy. 
 
81. La importancia de la aprobación de tarifas ATM con acceso ADSL es que esta 
acción estableció que los abonados necesariamente debían contar con una línea 
de telefonía fija, así como tener que pagar por las tarifas por conexión a red, la 
instalación y la renta básica mensual, estableciéndose así el modelo de 
mercado.  
 
82. Si bien es cierto que el Tribunal se pronunció en el sentido en que ello no suponía 
una aprobación como tal para realizar la conducta cuestionada, es claro que 
tampoco supuso una prohibición para la determinación de la oferta comercial de 
Telefónica, más aún si luego, se determinó la conformidad de los modelos de 
contrato de abonado en el sector minorista.43 
 
83. La remisión de los modelos de contratos de abonado se revestía en ese 
momento de una particular importancia, puesto que, en el TUO de las CdU, se 
manifestaba (y se manifiesta en la actualidad) de manera expresa la prohibición 
de las ventas atadas en el siguiente tenor: 
 
“Artículo 17°. - Prohibición de ventas atadas 
Toda persona tiene derecho a contratar por separado cualquiera de los 
                                                          
43 A modo de referencia, se entenderá sector minorista a la relación de venta de un servicio entre 
una empresa operadora y un cliente (sea residencial –persona natural- o comercial empresarial –
persona jurídica-), a diferencia del sector mayorista donde se da la venta de servicio entre las propias 
empresas, por ejemplo, Telefónica vende un paquete de canales para el servicio de televisión de 
paga a otra operadora a una tarifa inferior a la minorista.   
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servicios que ofrece la empresa operadora, quedando prohibido que la 
contratación se condicione a la adquisición, arrendamiento o cualquier otra 
forma de utilización, de los materiales y/o equipos de propiedad de la empresa 
operadora y/o a la contratación de otros servicios públicos de 
telecomunicaciones; sin perjuicio que la empresa operadora pueda ofrecer 
planes tarifarios, ofertas o promociones, en los cuales se incluya dichos 
componentes adicionales.” (OSIPTEL, Condiciones de Uso de los Servicios 
Públicos de Telecomunicaciones, 2003) 44 
 
84. Así pues, de haberse detectado algún inconveniente en los modelos de contrato, 
siendo que estos no se ajustasen a la normativa vigente, el OSIPTEL bien pudo 
realizar observaciones y proponer mejoras en los modelos remitidos. La propia 
norma contemplaba dicha facultad a través del siguiente artículo: 
 
“Artículo 11°. - Clausulas generales y adicionales de contratación 
(…) La empresa operadora deberá remitir a OSIPTEL una copia del modelo 
de contrato de abonado, con anterioridad a la fecha de inicio de la 
comercialización del servicio.” (OSIPTEL, Condiciones de Uso de los 
Servicios Públicos de Telecomunicaciones, 2003) 
 
85. Lo que en realidad ocurrió es que el regulador emitió la conformidad de manera 
indubitable a los modelos de contrato de abonado que contenían la cláusula que 
hace referencia a que: “para la prestación del servicio EL CLIENTE deberá 
contar con. (…) una línea telefónica de su titularidad” (OSIPTEL, Oficio 82-
GG.GUS/2009, 2009)45. 
 
86. Por tanto, la actuación realizada de parte del OSIPTEL resulta contraria a lo 
dispuesto por el Principio de Predictibilidad, ya que pese a contar con la 
                                                          
44 De conformidad a la Resolución N°116-2003-CD/OSIPTEL. Actualmente el referido artículo se 
mantiene en el TUO de las Condiciones de Uso como el artículo 24. 
45 Oficio 82-GG.GUS/2009 mediante el cual el OSIPTEL manifiesta su conformidad de esta manera:  
[…] al respecto, le manifestamos que este organismo ha procedido a la evaluación de los referidos 
modelos de contrato de abonado del servicio de acceso a internet y los modelos de addendum al 
contrato de abonado del servicio de telefonía fija, habiéndose advertido que los mismos se ajustan 




aprobación y determinada la legalidad de los modelos de contrato de abonado, 
de manera posterior toma la decisión de iniciar el procedimiento de oficio y 
sancionar a Telefónica por una presunta conducta anticompetitiva que se 
desprende de la provisión de los servicios atados.  
 
87. No correspondía entonces iniciar un procedimiento de investigación e imponer 
una posterior sanción, toda vez que esto generó una afectación a la seguridad 
jurídica en el mercado de las telecomunicaciones.  
 
2.2. ¿Se han afectado el principio del debido procedimiento y el derecho de 
defensa de Telefónica al no conocer el modelo económico en el que se basa el 
Tribunal de Controversias para imponer la sanción? 
 
88. Debemos resaltar que dentro de nuestro ordenamiento jurídico los principios del 
procedimiento administrativo son elementos esenciales para establecer los 
parámetros de la actuación de la Administración respecto de los administrados. 
Así, estos principios marcan la pauta para encausar, controlar y/o limitar la 
actuación de la Administración, a fin de mantener la seguridad jurídica. 
 
89. Puntualmente, nos referimos en este caso al Principio del Debido Procedimiento 
y al Derecho de Defensa, ambos recogidos dentro de los numerales 3 y 14 de la 
Constitución Política del Perú46. Sobre el primero la Ley del Procedimiento 
Administrativo General señala lo siguiente: 
 
“1.2. Principio del debido procedimiento. - Los administrados gozan de 
todos los derechos y garantías inherentes al debido procedimiento 
administrativo, que comprende el derecho a exponer sus argumentos, a 
ofrecer y producir pruebas y a obtener una decisión motivada y fundada en 
derecho. La institución del debido procedimiento administrativo se rige por los 
                                                          
46 “Artículo 139.- Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 
(…) 
3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. 
(…) 
14. El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del proceso (…).” 
(Constitución Política del Perú; 1993)  
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principios del Derecho Administrativo. La regulación propia del Derecho 
Procesal Civil es aplicable sólo en cuanto sea compatible con el régimen 
administrativo.” (Ley 27444, 2001). 
 
90. Bajo este criterio, se establece el derecho del administrado para poder ejercer 
de manera adecuada su defensa, en el marco de un procedimiento sancionador, 
respecto a aquellas imputaciones planteadas en su contra. En ese sentido lo 
reconoce el Tribunal Constitucional al mencionar que: ”(…) el contenido 
esencial del derecho de defensa queda afectado cuando, en el seno de un 
proceso, cualquiera de las partes resulta impedida, por concretos actos de 
los órganos, de ejercer los medios necesarios, suficientes y eficaces para 
defender sus derechos e intereses legítimos” (Tribunal Constitucional, 
2002)47. El énfasis es nuestro. 
 
91. Por tanto, según lo que hemos señalado es indispensable que la autoridad 
administrativa ponga en conocimiento a los administrados aquellas imputaciones 
en su contra para que esto tengan la posibilidad de defenderse de una manera 
adecuada y eficaz. 
 
92. ¿Podemos afirmar que ha ocurrido una vulneración a los derechos del debido 
procedimiento y el derecho a la defensa de Telefónica? Creemos que sí. Como 
ya se ha mencionado, en la presente controversia, Telefónica es sancionada por 
la presunta comisión por la comisión de actos de abuso de posición de dominio 
en la modalidad de venta atada, con un posible efecto de exclusión en el 
mercado de telefónica fija. 
  
93. De manera adicional, para poder determinar esto, se necesita la configuración 
del efecto exclusorio para poder emitir una sanción correspondiente. En esa línea 
se pronuncia el Tribunal en los apartados siguientes:  
 
“149. Al respecto, se debe precisar que de conformidad con el artículo 10. 4º 
del Decreto Legislativo Nº 1034, citado por TELEFÓNICA, las conductas de 
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abuso de posición de dominio, en tanto pueden tener efectos positivos como 
negativos sobre el mercado, se analizan de acuerdo con la “regla de la razón”. 
En consecuencia, no basta con demostrar la existencia de la conducta, sino 
que, además, es preciso probar que la misma ha generado efectos 
exclusorios en el mercado, afectando el proceso competitivo, y que los 
mismos sobrepasan los posibles efectos positivos (eficiencias) provocados 
por la conducta. (OSIPTEL – Resolución N°004-2013, 2013: 40) 
(…) 
212. (...) En ese sentido, para que se configure un supuesto de venta atada 
tipificado en las normas de libre competencia no solo es necesario que se 
verifique la existencia de una venta atada, en tanto coerción para el 
comprador, sino que es necesario que se acredite que dicha conducta ha 
generado efectos exclusorios en el mercado que superen las eficiencias que 
podría haber producido. Es por ello que el bien jurídico protegido en este caso 
es el proceso competitivo” (OSIPTEL – Resolución N°004-2013, 2013: 55) El 
subrayado es nuestro. 
 
94. Al respecto, el Tribunal concluye que los referidos efectos exclusorios de la 
práctica cuestionada, se constituyen por el menor crecimiento que tuvieron los 
competidores directos de Telefónica en los años 2010 y 2011 en comparación a 
un presunto crecimiento que estos hubieran podido experimentar, si es que 
Telefónica no hubiera realizado la conducta ilícita imputada. Es decir, se 
reconoce un crecimiento de los competidores, pero se cuestiona que esto no fue 
mayor.  
 
95. Como sustento principal de esto, tenemos este “modelo económico” desarrollado 
por el Tribunal, el mismo que no pudo ser conocido por Telefónica sino hasta el 
momento en que se expide la resolución final, es el que termina por sustentar 
toda la teoría propuesta del presunto de abuso de dominio por realizar ventas 
atadas con efectos exclusorios a los competidores.  
 




“526. No obstante, la interrogante pendiente está referida al escenario que 
hubiera tenido lugar de no haberse realizado la venta atada. Para responder 
a ello, se realizó la estimación de un modelo que permite pronosticar, a partir 
de la información referida a líneas en servicio, el comportamiento del mercado 
sin la distorsión de la práctica anticompetitiva.  
 
527. La construcción del escenario contrafactual busca estimar cuál hubiera 
sido el crecimiento del número de líneas de los competidores si TELEFÓNICA 
no hubiese implementado la práctica bajo evaluación. Para ello, se realizó un 
ejercicio de proyección que tomó en cuenta dos variables: la primera trata de 
recoger la dinámica poblacional y de externalidades de red a través de la 
introducción del número rezagado de líneas, mientras que la segunda recoge 
el ingreso, medido a través del Producto Bruto Interno (PBI).  
 
528. El análisis de la evolución del número de líneas de los competidores 
parecería mostrar dos tendencias claras. En el primer período, del 2001 al 
2005, se aprecia un crecimiento relativamente lento. Sin embargo, a partir del 
2006, se muestra un crecimiento más acelerado, el cual habría sido 
interrumpido por la conducta del operador dominante. Este comportamiento 
en la evolución del número de líneas podría asemejarse al de un proceso de 
difusión de un nuevo producto en el mercado. Las formas funcionales 
utilizadas para modelizar dicho proceso y sus resultados se presentan en el 
Anexo. 
 
529. El Gráfico N° 26 presenta una estimación razonable del crecimiento del 
número de líneas de los competidores obtenido de la modelización efectuada. 
En él se observa que el crecimiento de líneas de los competidores hubiese 
sido significativamente mayor (líneas punteadas del gráfico) al que se dio 
efectivamente. Más precisamente, partiendo del dato histórico de 104,377 
líneas a finales del 2008, la existencia de externalidades de red, sumadas a 
la evolución del PBI, hubieran llevado a que éstas lleguen a alrededor de 





530. La variación en la tendencia del crecimiento del número de líneas en 
servicio responde al efecto causado en el resto de empresas operadoras por 
la aplicación de la estrategia de venta atada realizada por TELEFÓNICA. Es 
importante señalar que el coeficiente de determinación o bondad de ajuste de 
las estimaciones realizadas superó el 0.99, lo cual indica que los modelos 
especificados predicen el comportamiento del mercado de manera casi 
exacta.  
 
531. De esta manera, este Tribunal considera que queda demostrado que, 
contrario a lo que ha señalado TELEFÓNICA en su apelación, la práctica 
investigada sí afectó negativamente el desempeño de los competidores de 
TELEFÓNICA.” (OSIPTEL – Resolución 004-2013, 2013: 135). 
 
97. Como podemos apreciar, el sustento del Tribunal generó una afectación al 
principio del debido procedimiento, ya que Telefónica no tuvo la oportunidad de 
presentar los descargos correspondientes al referido modelo económico. Ello 
constituye además una vulneración a su derecho de defensa, así como al 
ejercicio del mismo.  
 
98. El referido modelo debió ser puesto en conocimiento de Telefónica previamente, 
a fin de cumplir con los principios administrativos que se regulan en nuestro 
ordenamiento, por el contrario, este aspecto no hace más que acarrear un 















En atención a lo que hemos planteado a lo largo del presente informe, hemos llegado a 
las siguientes conclusiones: 
 
(i) El modelo comercial de la venta de los servicios de telefonía fija y acceso a 
internet empaquetado fue permitido expresamente por la regulación establecida 
por el OSIPTEL, por tanto, debió aplicarse el principio de supletoriedad y no 
correspondía iniciar un procedimiento de oficio en el marco de la normativa de 
libre competencia. 
(ii) La delimitación del mercado relevante debió incluir a aquellas tecnologías de 
acceso a internet que pudieran haber sustituido al internet por ADSL en el 
mercado de producto, sobre todo el servicio de Banda Ancha Móvil, a fin de 
poder determinar una real alternativa para los consumidores. 
(iii) No se probó la existencia de una afectación real a la competencia y al bienestar 
de los usuarios de los servicios, por lo que al no haber efectos exclusorios como 
tal, no se debió sancionar la conducta evaluada. 
(iv) La decisión de sancionar a Telefónica tiene lugar en contravención del principio 
de predictibilidad según lo dispuesto por la Ley 27444, en tanto que Telefónica 
actúo en base a un pronunciamiento que aprobaba un modelo comercial 
establecido. En atención a ello, la resolución emitida por el Tribunal posee una 
causal de nulidad. 
(v) Debido a que Telefónica no tuvo conocimiento del “modelo económico” sobre el 
cual se sustenta la sanción correspondiente, se ha producido una vulneración al 
debido procedimiento y al derecho de defensa de Telefónica, constituyéndose, 
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